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Resumen
Este documento busca responder a la pregunta: ¿cuán eficaz es el sistema de protección social 
en Chile para asegurar a la población frente a los riesgos de vejez, salud y desempleo, y para 
aliviar la pobreza? Además, busca determinar la eficacia del sistema para redistribuir recursos 
hacia los más pobres y comprender su impacto sobre el funcionamiento del mercado de traba-
jo. Concluimos que el Sistema de Pensiones de Chile y su Pilar Solidario están correctamente 
diseñados y parecen redistribuir en la dirección correcta. En particular, el alza reciente en los 
montos de las pensiones solidarias supone un primer avance para mejorar los montos de las 
pensiones de la población de menores ingresos. Considerando que una virtud muy importante 
del sistema chileno son las pocas distorsiones que introduce en el mercado laboral, se iden-
tifican espacios de mejora para hacerlo más redistributivo, sin hacerlo más ineficiente. Por un 
lado, se sugiere considerar el Sistema de Salud como espacio de redistribución puesto que su 
diseño evita que los trabajadores de mayores ingresos contribuyan a financiar las prestaciones 
de los de menores ingresos. Por otro lado, un aumento en la tasa de contribución al sistema 
de pensiones no parece ser una recomendación deseable dado que el problema del sistema 
radica en la baja la tasa de participación femenina y en la baja densidad de cotización en los 
deciles más bajos de la distribución de salarios.

Códigos JEL: H51, H53, H55, H75,  I18, J32, N36
Palabras clave: Seguridad social, informalidad, densidad de contribución, participación laboral
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1.	 Introducción
La persistente desigualdad económica en Chile ha sido un tema central del debate público 
en el país por largos años. En ese contexto, este documento busca examinar el funcionami-
ento del Sistema de Protección Social -entendida como el conjunto de mecanismos que de-
fine el Estado para asegurar a la población frente a los riesgos de vejez, salud, desempleo y 
otros (muerte, invalidez, accidentes en el trabajo) y para ayudar a las familias en condiciones 
de pobreza, dado que este desempeña un rol clave como mecanismo de redistribución.

Los objetivos son tres. Primero, determinar cuán eficaz es el Sistema de Protección Social 
para defender a la población contra los riesgos mencionados. Segundo, determinar cuán 
eficaz es para redistribuir ingresos hacia los más pobres. Tercero, comprender su impac-
to sobre el funcionamiento del mercado de trabajo. Entendiendo que la protección social 
abarca tanto los programas de aseguramiento social como los programas contra la pobreza, 
nuestro foco estará mayoritariamente puesto en lo primero, dado que actualmente en Chile 
la pobreza extrema es baja (y por lo mismo los programas contra la pobreza no representan 
recursos significativos del Presupuesto de la Nación) y porque muchos de los mecanismos 
para ayudar a la población más pobre operan a través del aseguramiento social.

La historia del Sistema de Seguridad Social chileno como se conoce hoy está marcada por 
tres hitos. El primero es la creación en 1979 del Fondo Nacional de Salud (FONASA), in-
stitución encargada del seguro público de salud, que recauda y administra las contribu-
ciones de los trabajadores y del Estado para financiar prestaciones de salud. El segundo 
es la creación en 1980 del Sistema de Pensiones de cuentas individuales y con él, las Ad-
ministradoras de Fondos de Pensión (AFP) que administran los ahorros para la vejez de los 
trabajadores. El tercero es la introducción en 1981 de las Instituciones de Salud Previsional 
(ISAPRE). Estas son compañías aseguradoras de salud que comenzaron a competir por cap-
tar los aportes obligatorios que los trabajadores dependientes debían -y deben, hasta hoy- 
realizar para financiar las prestaciones de salud. Estos tres pilares configuraron un marco 
regulatorio que permaneció relativamente intacto durante 25 años. 

La Reforma Previsional de 2008 significó el mayor cambio al statu quo del Sistema, imple-
mentando dos modificaciones importantes. Primero, introdujo una licitación de cartera de 
nuevos afiliados cada dos años, que entrega la administración de los fondos de los nuevos 
entrantes al mercado laboral a la AFP que ofrezca la menor comisión por administración de 
los fondos en una licitación. Segundo -y más importante-, creó el Pilar Solidario, que intro-
dujo una pensión básica no contributiva para los jubilados que no contaran con una pensión 
autofinanciada y complementos a las pensiones autofinanciadas de menores montos. Así, 
esta reforma vino a aliviar la insuficiente cobertura de pensiones que tenía gran parte de la 
población, en especial de la población femenina.

Recientemente, se introdujeron tres modificaciones al marco regulatorio cuyos efectos en 
pensiones serán visibles sólo en el largo plazo pero que pueden tener consecuencias de 
corto plazo en el mercado laboral. Primero, a partir de 2019 se impuso la obligación para los 
trabajadores independientes (24% de los ocupados mayores de 15 años según la encuesta 
CASEN 2017) de cotizar, quienes hasta ese entonces podían elegir si hacerlo o no, tanto a 
pensiones como a salud (en cualquier combinación posible). Este documento, sin embargo, 
no llega a estudiar el impacto de esta modificación debido a que la información disponible a 
través de las diversas fuentes de datos llega solo hasta 2018. Segundo, las demandas que 
nacieron con el estallido social de 2019 empujaron al Gobierno a aumentar los montos de 
las pensiones del Pilar Solidario, que habían sido solo reajustadas por inflación desde su 
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creación. Tercero, para mitigar los efectos de la crisis del COVID-19 se permitió a los afiliados 
de las AFP hacer retiros desde sus cuentas de ahorro individuales, lo que tendrá efectos en 
el largo plazo sobre las pensiones de los futuros jubilados.

Figura 1. Principales hitos del sistema de seguridad social en Chile

1980 2008

2018 2019

FEB 19 OCT 19 MAR 20

Creación del Sistema de 
pensiones y seguros de 

salud privados
Decreto Ley 3.500

Previamente, Chile tenía un complejo 
sistema de reparto en el que cada 

sector económico preveía pensiones 
de vejez a sus afiliados

Los datos utilizados en este trabajo llegan 
hasta diciembre de 2018 para evitar 

confusiones producto de las reformas que 
entraron en vigencia a partir de 2019

Reforma Previsional
Ley 20.225

(Creación del Pilar
Solidario y licitación de carteras de 

nuevos afiliados)

Ingreso gradual 
de trabajadores 
independientes 

al sistema 
contributivo

Estallido social 
(Se anuncia un 
aumento de las 
pensiones no 
contributivas)

Coronavirus 
(Se anuncia 
un paquete 
de medidas 

sociales para 
enfrentar la 
pandemia)

Fuente: elaboración propia.

Este documento se organiza de la siguiente manera. En la sección 2 se describe de manera 
general el ordenamiento jurídico del mercado laboral y los distintos componentes del Sistema 
de Seguridad Social en Chile: el Sistema de Pensiones, el Pilar Solidario, el Sistema de Salud 
y otros seguros. La sección 3 caracteriza el mercado laboral chileno respecto de sus niveles 
de informalidad, salarios y distribución de empleados por tamaño de la empresa. En la sección 
4 analizamos el desempeño de la seguridad social en Chile y en la Sección 5 analizamos los 
efectos distributivos del sistema. En la sección 6 revisamos otros programas contra la pobreza 
relacionados con la seguridad social. En la sección 7 exploramos los distintos componentes 
del Presupuesto de la Nación. En la sección 8 se describen las medidas relacionadas con la 
seguridad social en Chile adoptadas durante el período 2019-2020. El documento finaliza con 
una discusión sobre alternativas de políticas que tienen el potencial de mejorar el sistema.

2.	Marco jurídico e institucional

2.1. Regulación de las relaciones de trabajo

El mercado laboral en Chile está normado por dos cuerpos jurídicos. Por un lado, el Códi-
go del Trabajo regula las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores del sector 
privado; por otro, el Estatuto Administrativo (EA) regula las relaciones entre el Estado y la 
plantilla de la administración pública1 . Esta primera distinción jurídica entre los trabajadores 

1 Cabe destacar que hay personas que, si bien trabajan en instituciones del Estado, lo hacen bajo la regulación del 
Código del Trabajo. Estos trabajadores se diferencian de los que están sujetos al EA solo en lo relativo a la regulación 
sobre la expiración del contrato. Las contribuciones y obligaciones de seguridad social son iguales para ambos.
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del sector público y los del sector privado es poco relevante en cuanto a los montos o la 
modalidad de las principales contribuciones a la seguridad social que ambos tipos de tra-
bajadores están obligados hacer por cuanto dichas contribuciones van a un mismo régimen 
de seguridad social que no hace distinción respecto de si el empleador es el Estado o una 
entidad privada. Una distinción más relevante es la que establece el artículo 3 del Código 
del Trabajo en cuanto a los diferentes tipos de trabajadores:

•	 Empleador (considerado trabajador independiente para efectos previsionales): la per-
sona natural o jurídica que utiliza los servicios intelectuales o materiales de una o más 
personas en virtud de un contrato de trabajo;

•	 Trabajador dependiente2: toda persona natural que preste servicios personales in-
telectuales o materiales, bajo dependencia o subordinación, y en virtud de un contrato 
de trabajo; y 

•	 Trabajador independiente: aquel que en el ejercicio de la actividad de que se trate no 
depende de empleador alguno ni tiene trabajadores bajo su dependencia.

La ley obliga a los trabajadores dependientes a hacer aportes a un seguro de salud, a su 
cuenta de ahorro para la vejez (que incluye un seguro de invalidez y sobrevivencia, como se 
detallará más adelante) y a un seguro de cesantía. Cabe destacar que las Fuerzas Armadas 
y de Orden y Seguridad cotizan en un sistema especial totalmente independiente del de las 
AFP. Por último, no existen distinciones por sector económico ni por tamaño de la empresa 
para las cotizaciones. 

Los trabajadores independientes, hasta 2019, tenían la libertad de elegir si hacer aportes 
a salud y/o pensiones o a ninguno (es decir, en cualquiera de las cuatro combinaciones 
posibles)3. Si bien a partir de 2019 la ley estipula el ingreso obligatorio con contribuciones 
crecientes en el tiempo de los trabajadores independientes con ingresos por sobre cuatro 
salarios mínimos (a objeto de igualar las de los dependientes); este trabajo se enfoca en el 
análisis hasta 2018, ya que se cuenta solo con datos hasta ese año y que corresponden al 
antiguo esquema regulatorio.

En cuanto a la regulación sobre la expiración de los contratos, la ley permite a las empre-
sas terminar un contrato que haya estado vigente por 1 año o más acusando “necesidades 
de la empresa” (Código del Trabajo), en cuyo caso el empleador debe pagar al trabajador 
una indemnización equivalente a un mes de salario por cada año de servicio (con un límite 
de 11 años) . Por su parte, el EA (que norma las relaciones entre el Estado y los empleados 
públicos de la plantilla) establece una indemnización por un monto equivalente al salario 
del último mes por cada año de servicio (con un máximo de seis años) solo en caso que se 
suprima el empleo de un funcionario.

2 Los trabajadores regidos por el EA (dependientes; no existen trabajadores independientes regidos por el 
E.A.) están obligados a hacer aportes a la seguridad social de igual manera que el resto de los trabajadores 
dependientes regidos por el Código del Trabajo. Los trabajadores dependientes incluyen a los trabajadores 
domésticos.
3 El sistema de pensiones estipula que sus afiliados tienen acceso al fondo acumulado de los ahorros sólo en 
caso jubilación o muerte (no se puede usar como seguro colateral o de desempleo) lo que se puede considerar 
una barrera para la participación de los trabajadores independientes (Uthoff [2001]).
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Figura 2. Ordenamiento jurídico del mercado laboral en Chile

Ocupados

Dependientes (73%)

Empleados Domésticos
Otros

Voluntariamente

FFAA CAPREDENA
& DIPRECA

Sistema de AFP &
ISAPRE / FONASA

Independientes (27%)

Fuente: elaboración propia; porcentajes entre paréntesis calculados sobre la población de ocupados mayores de 
15 años (CASEN 2017). 
Nota: Fuerzas Armadas (FFAA); Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA; Dirección de Previsión 
de Carabineros (DIPRECA); Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP); Instituciones de Salud Previsional 
(ISAPRE); Fondo Nacional de Salud (FONASA). 

Chile constituye una excepción en América Latina en cuanto a la libertad que se otorga a 
las empresas para dar por terminado un contrato de plazo indefinido previa indemnización. 
Si bien los empleadores pueden ver en esta regulación un desincentivo a la contratación 
(puesto que eleva el costo de despido y el de mantener a un trabajador por largo tiempo en 
la empresa), los trabajadores dependientes podrían entenderlo como una herramienta de 
protección del empleo. Un juicio acabado sobre el diseño regulatorio debería considerar 
esta política junto con el seguro de cesantía implementado en 2002, que se analiza en la 
sección 2.5.

Para la fijación del salario mínimo no existe una ley que regule cómo se establece su monto 
ni con qué periodicidad, aun cuando el Código del Trabajo hace referencia a este en di-
versos artículos. Lo que ocurre en la práctica es que el Gobierno negocia con gremios em-
presariales y de trabajadores y envía un proyecto de ley simple al Congreso donde este se 
discute y aprueba. La ausencia de un mecanismo establecido para fijar el salario mínimo no 
es algo que se pueda considerar necesariamente negativo puesto que ha permitido acuer-
dos de reajuste plurianuales e incluso sujetos al crecimiento de la economía. Hasta octubre 
de 2020, la ley dice que el salario mínimo no rige para los mayores de 65 años de edad ni 
para los menores de 18 años, cuyo salario mínimo es un 75% del salario mínimo ordinario4. 
Salvo esta excepción, el salario mínimo es único para todo el territorio nacional, igual para 
todos los sectores de la economía y para todas las empresas, independientemente de su 
número de trabajadores.

En cuanto a las guarderías, el artículo 203 del Código del Trabajo exige que las empresas 
que emplean a 20 o más trabajadoras, independientemente de su edad, tipo de contrato 
o estado civil, tengan “salas anexas e independientes del local de trabajo, en donde las 
mujeres puedan dar alimento a sus hijos menores de 2 años y dejarlos mientras estén en 
el trabajo” o paguen a un proveedor externo por este servicio. Otros aspectos de la ley dis-
ponen que: i) Los trabajadores hombres reciben el beneficio solo en caso de muerte de la 
madre del niño o de quien esté a cargo legal del niño; ii) a las trabajadoras se les otorga una 

4 La edad mínima para trabajar es de 15 años. Los menores de 18 años y mayores de 15 años pueden hacer 
trabajos ligeros siempre que tengan el permiso de sus progenitores o tutores y además certifiquen que se 
encuentran estudiando o han terminado sus estudios.
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hora paga al día para alimentar a sus hijos menores de 2 años; iii) se impone una multa de 
aproximadamente 4500 dólares de los Estados Unidos a las empresas que no cumplan con 
el requisito; y iv) los establecimientos de una entidad jurídica compartida (como los centros 
comerciales) también deben cumplir el requisito.

2.2. Sobre el sistema de pensiones

El sistema es uno de cuentas individuales gestionadas por las Administradoras de Fondos de 
Pensiones (AFP) en las que cada trabajador ahorra durante su vida laboral activa para acumu-
lar un fondo que financia su pensión a partir del momento de jubilarse. Durante los períodos 
en que se trabaja como dependiente existe la obligación de contribuir con un monto equiva-
lente al 10% del salario bruto5 imponible (las empresas retienen este monto, pero no aportan). 
Adicionalmente, existe una comisión que se paga a la AFP por administrar los fondos, que 
actualmente varían entre el 0,7 % y el 1,45 % del salario bruto6. Hasta julio de 2019, los traba-
jadores independientes no estaban obligados a cotizar y aquellos que decidieron cotizar vol-
untariamente lo hacían depositando directamente en su AFP. Estas instituciones compiten por 
la captación de trabajadores, quienes eligen libremente una AFP que administre sus fondos, 
basándose teóricamente en el historial de rentabilidad y las comisiones que cobran.

Adicionalmente, los empleadores aportan el 1,53% del salario bruto para el Seguro de Inva-
lidez y Supervivencia (SIS), que financia una pensión de invalidez para aquellos individuos 
que pierden su capacidad de trabajar por una causa extralaboral y una pensión de sobre-
vivencia para la familia del trabajador en caso de que fallezca. Así, el descuento total que se 
hace al salario bruto es del 10% (que va directo a la cuenta de ahorro para la vejez), más un 
porcentaje de entre 0,7 y 1,45% (que se paga a la AFP por administrar la cuenta), más el 1,53% 
(que aporta el empleador para financiar el SIS).

El sistema otorga los siguientes beneficios:

1.	 Pensión de Vejez. Cuando el trabajador cumple la edad de jubilación (60 años para las 
mujeres y 65 para los hombres), la AFP toma el saldo acumulado en la cuenta de ahorro 
individual y calcula el monto de la pensión sobre la base de distintos parámetros (salud, 
expectativa de vida, saldo en la cuenta, etc.) y de la modalidad en la que el afiliado elija 
jubilarse (retiro programado o renta vitalicia -comprada a una compañía de seguros- o 
una combinación de ambas7). El sistema no exige un número de años ni un monto mín-
imo en la cuenta de ahorro para entregar una pensión una vez que se cumple la edad 

5 El salario bruto por mes es el valor que paga la empresa por el trabajo; el salario líquido que es lo que recibe el 
trabajador después de los descuentos que corresponda aplicar por los distintos aportes a la seguridad social y 
por impuestos.
6 La AFP cobra una comisión mensual sobre el flujo que constituye el salario bruto, no sobre el 10 % de la 
cotización. Así, por ejemplo para los trabajadores que ganan el salario mínimo (450 dólares), la AFP cobra una 
comisión cada mes de entre 3 dólares y 6 dólares aproximadamente. 
7 Retiro programado: al jubilarse el trabajador mantiene su cuenta de capitalización individual en la Administradora 
en que se encuentra afiliado, retirando anualidades, las que se obtienen de dividir el saldo acumulado en su 
cuenta por el capital necesario. Renta vitalicia: los afiliados pueden contratar el pago de la pensión con una 
Compañía de Seguros de Vida de libre elección, que se compromete a pagarles una renta mensual constante 
en términos reales de por vida y a pagar pensiones de sobrevivencia a sus beneficiarios. De esta forma, se 
transfieren los recursos del afiliado a la Compañía de Seguros de Vida, quien asume el riesgo financiero y el 
riesgo de sobrevida del pensionado y su grupo familiar (Superintendencia de Pensiones).
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de jubilación. En caso de que el monto de la pensión autofinanciada esté por debajo de 
un umbral llamado “Pensión Máxima con Aporte Solidario” (PMAS), el Estado aporta un 
complemento (decreciente, conforme mayor sea la pensión autofinanciada). Además, 
aquellas personas mayores a 65 años que no tienen derecho a percibir pensión al-
guna en el sistema de AFP (por ejemplo, porque nunca trabajaron o nunca cotizaron), 
y que pertenecen un grupo familiar dentro de los primeros 6 deciles de ingreso de la 
población, reciben una transferencia mensual llamada Pensión Básica Solidaria (PBS)8. 

2.	 Vejez Anticipada. La ley permite que una persona obtenga la pensión anticipada toda 
vez que el afiliado logre financiar una pensión igual o superior a un 70% del salario pro-
medio de los últimos 10 años de trabajo y de la pensión mínima garantizada por el Es-
tado (también llamada Pensión Básica Solidaria, equivalente a 150 dólares). De acuerdo 
con la Superintendencia de Pensiones, el 0,97% y el 0,63% de todos los pensionados 
hombres y mujeres, respectivamente, se jubilaron anticipadamente en 2019, de modo 
que financiar una pensión superior al 70% de las últimas rentas es poco factible para casi 
el 99 % de los jubilados.

3.	 Pensión de Invalidez y Pensión de Sobrevivencia. Aquellos afiliados al sistema de AFP 
que quedan incapacitados física o mentalmente para desarrollar su trabajo por una 
razón distinta a un accidente laboral o enfermedad profesional (en cuyo caso se aplica 
el seguro de accidentes del trabajo, que se detalla más adelante) tienen derecho a una 
pensión de invalidez. Existen dos tipos: i) total, si la pérdida de capacidad de trabajo es 
de al menos dos tercios; y ii) parcial, si la pérdida es igual o superior al 50% o inferior a 
dos tercios. Por su parte, las pensiones de sobrevivencia se otorgan a los beneficiarios 
sobrevivientes a la muerte del afiliado (cónyuge, hijos o progenitores, según el caso)9. 
Estas pensiones se financian con los recursos acumulados en las cuentas de capital-
ización individual de los afiliados, a las que las compañías de seguros (contratadas a su 
vez por las AFP obligatoriamente por ley para estos fines) hacen un aporte equivalente 
a la diferencia entre los recursos necesarios para financiar las pensiones de referencia 
y la suma del saldo acumulado en la cuenta del afiliado.

2.2.1. Sobre el Pilar Solidario 

En 2008, se promulgó una reforma previsional que implementó una importante modificación 
al sistema de pensiones: creó el llamado Pilar Solidario. Este pilar se financia a través de 
impuestos generales y busca introducir un mayor componente de solidaridad al sistema que 
hasta entonces contemplaba una pensión asistencial de escasa cobertura y una pensión 
mínima que, como requisito de acceso, exigía 20 años de cotizaciones. El Pilar Solidario 
introdujo cuatro formas de beneficios10.

1.	 Pensión Básica Solidaria (PBS). Existen dos tipos: de vejez y de invalidez11, y ambas 
constituyen una pensión no contributiva en la forma de una transferencia monetaria 

8 Los detalles del pilar no contributivo se discuten en la siguiente subsección.
9 En caso de no existir beneficiarios de pensión de sobrevivencia, el saldo remanente en la cuenta de 
capitalización individual del afiliado pasa a incrementar el total de bienes heredables del difunto.
10 Un requisito base para acceder a ellos es acreditar 20 años de residencia en Chile.
11 La pensión de invalidez se otorga a las personas de entre 18 y 65 años y además  una comisión médica debe 
certificar la condición de invalidez .



U
N

D
P

 L
A

C
 W

O
R

K
IN

G
 P

A
P

ER
¿C

uá
n 

ef
ic

az
 e

s 
la

 p
ro

te
cc

ió
n 

so
ci

al
 e

n 
C

hi
le

? 
M

at
ía

s 
M

or
al

es
, C

am
ila

 O
la

te
S

ER
IE

S

· 8 ·

mensual de 150 dólares (un tercio del salario mínimo bruto) al 1 de Julio de 2019. La PBS 
de Vejez se otorga a todos los adultos mayores de 65 años que pertenecen a un grupo 
familiar de los primeros 6 deciles12 y que no tienen derecho a pensión de algún régimen 
previsional, es decir, que no cuentan con una pensión autofinanciada. 

2.	 Aporte Previsional Solidario (APS). También existen dos tipos: de vejez y de invali-
dez. El APS de Vejez está diseñado para complementar las pensiones de las personas 
mayores de 65 años que hayan cotizado al sistema de pensiones pero que no logran 
autofinanciar una pensión mayor al umbral llamado Pensión Máxima con Aporte Solidar-
io (PMAS), equivalente a 450 dólares (alrededor de 1,2 salarios mínimos). Para acceder 
al APS se debe tener una pensión autofinanciada (o pensión base) menor a la PMAS, 
pertenecer a un grupo familiar de los primeros 6 deciles y no tener derecho a pensión 
de algún régimen previsional.

3.	 Bono por hijo. Es un monto de dinero que el Estado entrega una única vez a las mujeres 
con hijos cuando cumplen 65 años de edad, depositándolo en su cuenta de AFP con 
el fin de incrementar su pensión. Equivale al 10% de dieciocho ingresos mínimos men-
suales (810 dólares) y para recibirlo se requiere estar en cualquiera de las siguientes 
situaciones: estar afiliada (o no) al sistema de pensiones, ser beneficiaria de una pensión 
básica solidaria de vejez, o estar recibiendo una pensión de sobrevivencia.

4.	 Subsidio Previsional a los Trabajadores Jóvenes. Este beneficio está destinado a tra-
bajadores y sus empleadores y equivale al 50% de la cotización previsional obligatoria 
(que, como se señaló previamente, equivale al 10% de la remuneración imponible), cal-
culado sobre un ingreso mínimo mensual. Este beneficio se percibe por los primeros 
24 meses de cotizaciones continuas o discontinuas del trabajador y tanto el empleador 
como el trabajador reciben igual monto del beneficio. Los requisitos son i) tener entre 18 
y 35 años y ii) percibir un sueldo igual o inferior a 1,5 veces el salario mínimo13. 

La figura 3 muestra el diseño de la Pensión Básica Solidaria (PBS) y del Aporte Previsional 
Solidario (APS). En el punto A, vemos que si una persona de 65 años perteneciente a un hog-
ar de los primeros 6 deciles de ingreso nunca cotizó (es decir, tiene una pensión autofinan-
ciada igual a cero), recibirá el beneficio de la PBS. En el punto B, vemos que si una persona 
ahorró poco durante su vida activa de forma tal que la pensión autofinanciada que obtendría 
(sin la existencia del Pilar Solidario) estaría por debajo del umbral PMAS, su pensión final no 
será la recta de 45 grados sino la línea roja, que corresponde a la suma de la pensión auto-
financiada y el APS (en otras palabras, el APS es la diferencia vertical entre la línea roja y la 
recta de 45 grados y va decreciendo a medida que la pensión autofinanciada crece). En el 
punto C, vemos que si una persona que pertenece a los primeros 6 deciles de ingreso ahor-
ra de forma tal que su pensión autofinanciada está por sobre la PMAS, no recibirá ninguna 
ayuda del Estado. Por lo tanto, su pensión final equivale a la recta de 45 grados. En el panel 
b) del gráfico, observamos cómo funciona el sistema para las personas que pertenecen al 
sexto decil, o a uno mayor, de la distribución de ingresos. En el punto D, vemos que si la 
persona no ha cotizado y no tiene una pensión autofinanciada, su pensión final será igual 
a 0. En el punto E, vemos que si la persona ha cotizado y tiene una pensión autofinanciada 

12 Determinado por el Puntaje de Focalización Previsional, considerando el ingreso per cápita del grupo familiar.
13 Como el aporte previsional en Chile es responsabilidad exclusiva del trabajador, se podría decir que este 
beneficio ayuda solo a este, aunque en la práctica podría entenderse como un subsidio a la contratación. Al 
acceder a este beneficio, el seguro de invalidez y sobrevivencia debe ser pagado por el trabajador.
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mayor a cero, la pensión final equivaldrá a la recta de 45 grados. Así, la línea roja en ambos 
paneles del gráfico corresponde a las pensiones finales de los jubilados en Chile.

Figura 3. Diseño del Pilar Solidario

Trabajadores que no cotizaron a pensiones Trabajadores que cotizaron a pensiones

Pensión base

Pensión Final

45°

0

PBS

PBS PMASA B C

Trabajadores que no cotizaron a pensiones Trabajadores que cotizaron a pensiones

Pensión base

Pensión Final

45°

0D E

2.4. Sobre el sistema de salud

El funcionamiento de la salud en Chile puede dividirse en dos sectores: aseguramiento y 
provisión. El sector del aseguramiento tiene que ver con la manera en que los trabajadores 
deciden asegurarse ante eventos que afecten a su salud y la de sus familias. El sector de pro-
visión guarda relación con la manera en que los proveedores de servicios de salud prestan 
servicios cuando un evento ocurre. En ambos sectores coexisten entidades privadas y el 
Estado, pero sólo el aseguramiento incide de manera directa sobre el mercado laboral. En 
efecto, en Chile el Estado obliga a los trabajadores dependientes (e independientes, a partir 
de Julio de 2019) a contratar un seguro de salud (que puede cubrir a su familia) pagando lo 
que por ley equivale al 7% de su salario bruto imponible.

Las compañías de seguros privadas (Instituciones de Salud Previsional, ISAPRE) compiten 
con la aseguradora estatal (FONASA - Fondo Nacional de Salud) para captar ese 7% y los 
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trabajadores son libres de elegir cuál contratar (y de pagar una contribución adicional por 
un mejor seguro). Dado que los trabajadores tienen diferentes niveles salariales, en térmi-
nos absolutos la contribución de los de mayores salarios supera la contribución de los de 
salarios más bajos. Por lo tanto, los trabajadores de mayores ingresos optan por planes con 
mejor cobertura en el sector privado (que permiten atenderse en hospitales privados de 
mayor calidad) y los trabajadores de menores ingresos (cuyo 7% no alcanza para financiar un 
plan privado o que deciden no aportar un monto complementario de su propio bolsillo para 
acceder a un plan privado) son asignados a un plan del FONASA. Este sistema de seguros 
de salud funciona de manera similar a un mercado de seguros tradicional en el que las com-
pañías cobran más (menos) por mayor (menor) riesgo a asegurar. Esto es, una aseguradora 
privada (ISAPRE) puede cobrar valores distintos por un mismo plan a dos personas de igual 
ingreso, pero con distintas características que los hacen tener diferentes riesgos de salud14.  

El FONASA, a diferencia de las aseguradoras privadas, impide elegir libremente a los tra-
bajadores el plan de salud que se acomode a sus preferencias. En cambio, asigna a los 
trabajadores a “tramos” de acuerdo con sus ingresos, los que determinan los beneficios 
de manera progresiva. El cuadro 1 detalla las características de cada tramo. El Tramo A cor-
responde al único no contributivo. Esto es, las personas que no poseen ingresos pueden 
inscribirse en el FONASA y recibir prestaciones de salud en el sistema público de manera 
gratuita (sin copagos). A medida que crecen los ingresos de los afiliados, estos son asig-
nados a tramos superiores en los que se debe realizar un “copago” por atenderse en el 
sistema público, que corresponde al pago de bolsillo por acceder a algún servicio de salud 
después del aporte por el seguro. Así, por ejemplo, los afiliados del Tramo C pagan el 10% 
del valor de una prestación médica al atenderse en un recinto público (dicho de otro modo, 
se les cubre -o “bonifica”- el 90% del valor de la prestación de salud). El beneficio de estar en 
un tramo superior es que los afiliados tienen la libertad de atenderse en hospitales privados. 
En esos casos, el copago que deben realizar es usualmente alto porque el seguro público 
de salud no está diseñado para cubrir prestaciones en recintos privados.

Es importante notar que el sistema de salud deja expuestas a riesgos de enfermedad (y por 
ende económicos) a las familias por medio de los copagos. De acuerdo con el Ministerio de 
Salud, las familias destinan un 8% del presupuesto mensual del hogar a cubrir gastos de bol-
sillo asociados a la salud (esto es, por encima de las contribuciones a los seguros de salud 
ya sean públicos o privados). Sin embargo, el 8% representa un promedio, y para algunas fa-
milias el gasto de bolsillo como proporción de su ingreso puede ser sustancialmente mayor.

Por último, una excepción clave a la obligación de cotizar a la salud es la que se hace a los 
pensionados (tanto del FONASA como de las ISAPRE) a través de la exención del pago del 
7% de cotización de salud, también conocido como bonificación de salud para las pensiones 
(Ley núm. 20.531). En la práctica es un beneficio al que no se debe postular y al que pueden 
acceder todos los pensionados pertenecientes a los primeros cuatro deciles de la distribu-
ción de ingresos. 

14 A partir de 2020 las ISAPRE no pueden cobrar distinto a hombres y mujeres de la misma edad. Al FONASA, por 
su parte, nunca se le ha permitido hacer ningún tipo de discriminación.
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Cuadro 1. Población destinataria del FONASA

Tramo Beneficiarios Bonificación de la prestación y copago
% de la población 

en el FONASA*

Tramo A Personas sin ingresos Gratuidad en el sistema público de salud 28,3

Tramo B Ingreso < 1 SM y pensionados Gratuidad en el sistema público y libertad de 
atención en el sistema privado con copago 36,4

Tramo C 1 SM < Ingreso < 1,5 SM
Bonificación del 90 % en el sistema público 
y libertad de atención en el sistema privado 

con copago
15,2

Tramo D 1,5 SM < Ingreso
Bonificación del 80 % en el sistema público 
y libertad de atención en el sistema privado 

con copago
13,2

Fuente: encuesta CASEN 2017. *El 6,9 % responde “no sabe”.
SM: salario mínimo.

2.5. Seguro de cesantía y otros seguros

El seguro de cesantía protege a todos los trabajadores con contrato (ya sea indefinido, a 
plazo fijo o por obra o servicios) ante el riesgo de desempleo. Se cotiza obligatoriamente un 
3% del salario imponible, financiado en conjunto entre el trabajador (0,6%) y el empleador 
(2,4%) cuando existe contrato de plazo indefinido y sólo por el empleador cuando el contrato 
es a plazo fijo15. La figura 4 resume el esquema de financiamiento, administración y entrega 
de beneficios del seguro.

El seguro de cesantía no cubre a empleados públicos, funcionarios de las Fuerzas Armadas 
y de Orden y Seguridad, trabajadores independientes (se considera que los independientes 
administran su trabajo e ingresos) o por cuenta propia, menores de 18 años, pensionados 
(excepto aquellos pensionados por invalidez parcial), trabajadores domésticos (cuyos empl-
eadores deben pagar mensualmente el 4,11% del sueldo bruto a un fondo que financia una 
indemnización por la terminación del contrato a todo evento) y trabajadores con contrato 
de aprendizaje (práctica profesional). Todos los trabajadores afiliados a la Administradora 
de Fondos de Cesantía (AFC) tienen una cuenta individual en la que el empleador cotiza 
mensualmente. Cuando queda cesante, el trabajador puede retirar el dinero acumulado en 
esta cuenta mediante siete giros mensuales de un porcentaje del sueldo decreciente en el 
tiempo (50%, 45%, 40%, 35%, 30%, 25% y 20%) y, de ser necesario y cumple con los requi-
sitos (de los cuales el más distintivo y exigente es tener en la cuenta individual un saldo in-
suficiente para financiar los pagos del seguro), puede también recurrir al Fondo de Cesantía 
Solidario que está conformado con aportes de los empleadores y del Estado. 

15 De acuerdo con la encuesta CASEN 2017, un 72% de los ocupados tiene contrato a plazo indefinido mientras 
que un 28% contrato a plazo fijo.
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Figura 4. Fuentes de financiamiento, administración y beneficios del seguro de cesantía
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del trabajo o servicio) y núm. 6 (caso fortuito 
o fuerza mayor) del artículo 159 o el artículo 
161 (necesidades de la empresa), del Código 
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con recursos de cuenta individual y Fondo 
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Empleador
A CIC: PI 1,6% y PF/OC 2,8%
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ADMINISTRACIÓN BENEFICIOS

Operador 
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Fuente: Berstein [2010a]. PI: Plazo Indefinido; PF: Plazo Fijo; CIC: Cuenta Individual; FCS: Fondo Solidario.

El seguro de cesantía debe entenderse como un complemento a la indemnización por años 
de servicio que, si bien es imperfecta -porque por ejemplo resulta más barato despedir a 
trabajadores de menor antigüedad (pues la indemnización es proporcional a la duración 
del contrato)- su reemplazo por un seguro más potente no figura en la discusión pública. 
Además, desde el punto de vista del trabajador, el seguro funciona como un sistema de 
ahorro forzoso en el que no se comparten riesgos entre trabajadores, por lo que en la prác-
tica configura un esquema de autoaseguramiento.

El Seguro de Accidentes en el Trabajo y Enfermedades Profesionales es de carácter ob-
ligatorio y se financia con cargo al empleador por 0,95% del salario imponible. Protege a 
trabajadores dependientes, trabajadores domésticos y aprendices y además, desde 2019, a 
trabajadores independientes.

2.6. Resumen de las contribuciones a la seguridad social

El cuadro 2 resume todos los aportes obligatorios que se hacen como porcentaje del salario 
bruto para distintos tipos de trabajadores. 

Los trabajadores dependientes hacen aportes obligatorios por aproximadamente el 22,4% 
de su salario bruto a la seguridad social. Los trabajadores independientes en cambio no es-
taban obligados hasta 2019 a realizar ningún aporte. En este sentido, el sistema incentiva la 
independencia y erosiona su capacidad para redistribuir (debido a que -como se muestra en 
la siguiente sección- existe un conjunto de trabajadores independientes de altos ingresos). 

Los trabajadores dependientes domésticos (que trabajan en hogares realizando labores 
domésticas por un salario) no son elegibles para el seguro de cesantía ni para la indem-
nización por años de servicio, pero en cambio aportan a un fondo de indemnización por la 
terminación del contrato. De este fondo, el trabajador puede retirar el dinero que sirve como 
indemnización al término de su contrato de trabajo. 

Es importante destacar que todas estas contribuciones se traducen en beneficios directos 
(presentes o futuros) para los trabajadores. No hay subsidios cruzados entre los cotizantes 
de altos salarios a los de bajos salarios ni hay, como en otros países de la región, contribu-
ciones a la nómina que se destinen para otros fines (como educación, capacitación, etc.). 
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Cuadro 2. Comparación de aportes obligatorios entre tipos de trabajadores según la legislación 
vigente hasta diciembre de 2018 (Porcentaje del ingreso relevante)

Dependientes (1)
Dependientes 
domésticos (1)

Independientes (2)

Salud 7 7 0

Pensión (10% AFP + comisión*) 11,45 11,45 0

Cesantía (2,4 % de cargo del Empleador) 3 0 0

Seguro de invalidez y sobrevivencia 1,53 0 0

Seguro por accidentes (Empleador) 0,95 0,95 0

Fondo de indemnización por terminación 
del contrato del trabajador

0 4,11 0

Total 22,4% 23,51% 0

Nota: las comisiones de la AFP pueden variar entre el 0,7 % y el 1,45 % del salario.

3. El mercado laboral en Chile
De acuerdo con la encuesta CASEN 2017, el 76% de los ocupados en Chile trabajan como 
dependientes, mientras que el 24% lo hace como independientes. En la Figura 5 dividimos 
estos dos grupos de trabajadores de acuerdo con el porcentaje de ellos en cada combi-
nación posible de aportes a salud y/o pensiones de vejez y decil de ingreso, a partir de 
lo cual hacemos cuatro observaciones. Primero, la proporción de trabajadores que hace 
ambos aportes es mucho mayor entre los trabajadores dependientes que entre los inde-
pendientes, como es de esperar de acuerdo con la obligación que establece la legislación. 
Es más, debería sorprender que el porcentaje de cotizantes no sea el 100% en el caso de 
los dependientes y que algunos de ellos sólo coticen a salud o pensión, lo que sugiere una 
conducta ilegal por parte de algunas empresas. Segundo, llama la atención el hecho de que, 
a pesar de no existir obligación alguna de hacerlo, existe una fracción considerable de inde-
pendientes que eligen cotizar al menos en alguna dimensión. Aún más, sólo un tercio de los 
trabajadores independientes del primer decil de ingresos (y casi un quinto de los dependi-
entes) no cotiza. Tercero, existe una relación directa entre el nivel de ingreso y la prevalencia 
de aportes de ahorro para la vejez y la salud de ambos tipos de trabajadores. Cuarto, el 
hecho de que muchos independientes coticen voluntariamente (el 77% de ellos está afiliado 
al FONASA y la mitad de los independientes está en alguno de los tramos contributivos) 
podría interpretarse como reflejo de que las prestaciones que reciben son bien valoradas. 
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Figura 5. Trabajadores cotizantes a salud y/o pensiones por decil de ingreso laboral y dependencia 
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b. Trabajadores independientes 

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

100

10987654321

Solo saludSolo pensiónNingunaAmbas

20

31

27

21

20

33

26

21

20

33

28

19

24

33

25

18

25

30

26

19

30

27

22

21

33

25

19

22

41

21

19

19

48

16

17

19

60

8

9

23

Fuente: encuesta CASEN (2017).
Nota: incluye asalariados, empleadores y trabajadores por cuenta propia. Excluye familiares no remunerados, 
inactivos, desocupados y menores de 15 años. Deciles de ingreso laboral de esta población.

Atendiendo a la flexibilidad que la regulación otorga a los trabajadores independientes en 
términos de la voluntariedad de cotizar tanto a salud como a pensiones, este documento 
adopta la siguiente convención: trabajadores formales serán aquellos que realizan aportes 
a salud y pensiones, independientemente de si la ley los obliga o no; trabajadores infor-

males serán aquellos que no cotizan ni a salud ni a pensiones; y trabajadores semiformales 

serán los que cotizan a pensiones pero no a salud o bien a salud pero no a pensiones. Con 
esta definición buscamos reflejar esta característica peculiar del mercado laboral chileno en 
cuanto a que trabajadores independientes pueden elegir a qué dimensión contribuir. De ac-
uerdo con la encuesta CASEN 2017, el 49,5% de los ocupados mayores de 15 años trabajan 
en un empleo formal, el 13% lo hace en uno informal y el 36,8% en uno semiformal. La figura 
6 muestra el porcentaje de cada tipo de trabajador por género y dependencia, lo que per-
mite apreciar que las proporciones de trabajadores formales, informales y semiformales son 
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casi iguales entre hombres y mujeres, conforme a la dependencia laboral.

Figura 6. Trabajadores según el grado de formalidad, el género y la dependencia laboral
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Fuente: encuesta CASEN 2017. Incluye asalariados, empleadores y trabajadores por cuenta propia. Excluye 
familiares no remunerados, inactivos, desocupados y menores de 15 años.

Si bien estos niveles de formalidad laboral parecen altos en comparación con el resto de los 
países de América Latina, el 44% de semiformalidad y el 26% de informalidad entre los inde-
pendientes y de casi un quinto de semiformalidad entre los dependientes genera presiones 
(obligaciones) fiscales futuras para financiar pensiones no contributivas de quienes no logren 
acumular suficiente en sus cuentas de ahorro. No obstante, lo anterior es llamativo ya que, a 
pesar de la flexibilidad que otorga el sistema chileno a los trabajadores independientes, un 
30% de los hombres y mujeres independientes efectivamente cotizan a pensiones y salud.

El panel a) de la figura 7 muestra la distribución salarial según la formalidad junto con los 
promedios de los salarios de cada grupo (con líneas verticales), a partir de las cuales desta-
camos tres cosas. Primero, observamos que el promedio de los salarios de los trabajadores 
formales es mucho mayor que el de los semiformales, que a su vez es ligeramente superior 
al de los informales. Esto es, la cotización tiene correlación con un mayor ingreso laboral. Se-
gundo, existe una gran masa de trabajadores semiformales e informales que ganan menos 
que el salario mínimo16. Tercero, aunque la distribución de salarios de los trabajadores for-
males está a la derecha de la de los otros dos grupos, evidenciando que hay una mayor 
masa de trabajadores formales en niveles de ingresos superiores, también existen traba-
jadores informales y semiformales de altos ingresos (esto es, informalidad o semiformalidad 
no equivale a bajos ingresos, y hay un traslape considerable en las distribuciones). Esto úl-
timo resulta preocupante si consideramos que estos trabajadores (independientes de altos 
salarios) evaden realizar contribuciones a salud y particularmente más problemático en los 
casos en que el FONASA (el seguro de salud público) deja de percibir esas contribuciones. 
En el panel b) repetimos el ejercicio, pero con el salario convertido a pesos por día y solo 

16 En el Apéndice repetimos el ejercicio para comparar hombres con mujeres y dependientes con independientes.
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para los dependientes (para quienes la encuesta CASEN dispone el “número de días pac-
tados con el empleador”). Así pues, se muestra que el salario promedio de los trabajadores 
semiformales no es distinto del de los informales. En otras palabras, los trabajadores sem-
iformales trabajan más días al mes en promedio (dado que su salario mensual es mayor).

Figura 7. Distribución del ingreso laboral según la formalidad  
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Fuente: encuesta CASEN 2017.

El cuadro 3 muestra el promedio, desviación estándar, percentil 10, mediana y percentil 90 
de las distribuciones salariales según género y distintos estatus laborales. Vemos que tanto 
para hombres como para mujeres los trabajadores formales tienen salarios mayores que 
los semiformales y que estos últimos a su vez tienen salarios mayores que los informales. 
No obstante, el hecho de que existan trabajadores informales y semiformales que ganan 
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cerca de 800.000 pesos chilenos (1.100 dólares) en el percentil 90 de sus respectivas dis-
tribuciones salariales indica que no todos estos trabajadores son necesariamente parte de 
un grupo vulnerable de la población. Su razón para estar excluidos de la seguridad social 
tiene probablemente cierta relación con evadir contribuciones para prestaciones (salud y 
pensiones) que no valoran. Además, el salario de los hombres dependientes es ligeramente 
superior al de los independientes. En el caso de las mujeres, el salario promedio de las de-
pendientes es 1,5 veces el de las independientes.

Cuadro 3. Ingresos del trabajo según el género y el estatus laboral (pesos chilenos de 2017)

Hombres Observaciones Media
Desviación 
estándar

P10 P50 P90

Formal 2.656.632 743.374 1.232.886 270.000 452.500 1.500.000

Semiformal 487.880 420.009 543.636 120.000 300.000 800.000

Informal 938.830 494.042 657.259 150.000 350.000 833.333

Dependiente 3.146.705 653.249 841.417 260.130 413.750 1.210.000

Independiente 936.637 627.804 1.611.160 100.000 350.000 1.101.539

Mujeres Observaciones Media
Desviación 
estándar

P10 P50 P90

Formal 2.111.783 576.782 681.831 200.000 380.000 1.103.333

Semiformal 304.169 257.877 300.561 50.000 200.000 500.000

Informal 790.982 363.339 428.434 80.000 274.167 700.000

Dependiente 2.541.863 527.909 611.037 180.000 350.000 1.002.167

Independiente 665.071 363.870 595.850 50.000 200.000 750.000

Fuente: encuesta CASEN 2017.

El panel a) de la figura 8 muestra la distribución de los salarios de todos los trabajadores y la 
línea que denota el salario mínimo, de donde observamos que el 84,7% de los ocupados de 
entre 18 y 65 años (población afecta al salario mínimo regular) tienen ingresos laborales por 
encima del salario mínimo. En el panel b) repetimos el ejercicio, pero utilizando el salario por 
día. Dado que la encuesta CASEN solo incluye los días “pactados con el empleador” para 
aquellos trabajadores que trabajan en relación de dependencia, esta figura contiene solo a 
ese subconjunto de trabajadores. Apreciamos es que el 94,8% de los trabajadores depend-
ientes tienen ingresos laborales diarios por sobre el mínimo (calculado dividiendo el salario 
mínimo mensual por 30 días), lo que sugiere que el mercado laboral no estaría particularmente 
distorsionado por un salario mínimo alto y, al mismo tiempo, que la regulación se respeta.

Por último, la figura 9 muestra la distribución de los trabajadores por tamaño de la empresa. 
De acuerdo con el panel a), el 20,4% de los ocupados se emplea por cuenta propia mientras 
que en el otro extremo un 21,5% lo hace en empresas de 200 o más trabajadores. Así, el 47 
% de los trabajadores está empleado en una empresa de entre 2 y 199 trabajadores (la pro-
porción restante declara no conocer el tamaño de la empresa), con proporciones similares 
en las categorías [2,5], [6,9], [10,49] y [50,199]. La distribución de trabajadores informales en 
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el panel b) contrasta drásticamente: el 37,4% trabaja por cuenta propia mientras que solo el 
11,4% trabaja en empresas de más de 20 trabajadores. 

Figura 8. Distribución de los ingresos laborales 
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Fuente: encuesta CASEN 2017.

El análisis del mercado laboral en Chile sugiere que su regulación no induce grandes distor-
siones. La mayoría de los trabajadores dependientes el 74,5%- son formales (esto es, cotizan 
a salud y pensiones) porque la ley los obliga, mientras que un 29% de los independientes 
-a quienes la ley no obliga a cotizar - son trabajadores formales. En cuanto a los salarios de 
los distintos tipos de trabajadores, notamos que la formalidad tiene correlación con mayores 
ingresos (el promedio de los trabajadores formales es 1,7 veces el de los informales para los 
hombres), pero que los salarios de los trabajadores informales y semiformales no necesari-
amente están asociados con bajos ingresos, puesto que existen trabajadores a lo largo de 
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toda la distribución de ingresos. Por último, la distribución de trabajadores por tamaño de 
la empresa no parece particularmente sesgada hacia empresas de bajo número de traba-
jadores (y eventualmente baja productividad), lo que puede entenderse por la ausencia de 
distorsiones en la regulación, incentivando o desincentivando el crecimiento de las firmas.

Figura 9. Distribución de ocupados según el tamaño de la empresa. Universo: ocupados de 
todas las edades. Sector público excluido
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Fuente: encuesta CASEN 2017.

4. Análisis de la seguridad social en Chile

4.1. Sistema de pensiones 

De acuerdo con la Superintendencia de Pensiones, en 2018 el sistema de AFP tenía 10,7 
millones de afiliados (individuos que registraban un saldo en su cuenta), aunque solo 5,5 
millones eran cotizantes (individuos que aportaron a sus cuentas un mes determinado), y 
1,3 millones de pensionados (según la encuesta CASEN 2017, un 53% del total de jubilados 
corresponde a pensionados del Sistema de AFP y de las compañías de seguros17). El panel 
a) de la figura 10 muestra cómo se distribuyen los montos de las pensiones en Chile (todas, 
incluidas las del antiguo sistema de reparto). Observamos i) que un 42% de las personas que 
declara recibir una pensión recibe la Pensión Básica Solidaria (alrededor de 150 dólares en 
2017), ii) que la pensión promedio está por debajo del salario mínimo (líquido) y iii) que casi 
un 80% de las pensiones están por debajo de este. El panel b) de la misma figura muestra la 
distribución de las pensiones de jubilados por el antiguo sistema y las de aquellos jubilados 
por el sistema de AFP. Observamos un gran traslape entre ambas distribuciones (las AFP 
corresponden al nuevo sistema mientras que el IPS -Instituto de Previsión Social- al antiguo 
sistema de reparto); es más, la diferencia entre ambos promedios no es estadísticamente 
significativa. Esto sugiere que las pensiones obtenidas por los trabajadores que permaneci-

17 El sistema permite a las compañías de seguro adquirir los saldos acumulados en las cuentas de ahorro 
individuales a cambio de que asuman el riesgo de vejez y financien las pensiones.
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eron en el sistema antiguo no son superiores a pesar de que las tasas de cotización alcanza-
ban en algunos casos el 20%. Asimismo, sugiere que la densidad de las cotizaciones puede 
haber sido más baja, aunque esto es difícil de probar porque en el antiguo sistema no había 
una correspondencia tan clara entre el ahorro individual y la pensión final.

Figura 10. Distribución de las pensiones 
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Fuente: encuesta CASEN 2017.
Nota: el panel a) excluye las pensiones mayores a 1 millón de pesos; PBS: Pensión Básica Solidaria; SML: Salario 
mínimo líquido (después de los descuentos). El panel b) excluye la PBS y las pensiones mayores a 1 millón de pesos. 
Los porcentajes de la población jubilada (entre paréntesis) se han calculado sobre el número de personas mayores a 
la edad de jubilación que no reciben la PBS. *El número de pensionados del antiguo régimen asciende a 628.000.
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El cuadro 4 reproduce los resultados del estudio de Valdés y Benavides (2018), donde se 
muestra que la tasa de reemplazo (la pensión expresada como porcentaje del último salario) 
mediana es baja: considerando solo afiliados que se pensionaron por primera vez entre 
2007 y 2014 por vejez o vejez anticipada, e incluido el aporte del Pilar Solidario, la mediana 
de la tasa de reemplazo es el 40%. Si se considera solamente las pensiones autofinanciadas, 
la tasa de reemplazo cae al 20%. Sin embargo, hay importantes diferencias por género, ya 
que la tasa de reemplazo incluido el aporte solidario para las mujeres es del 29% y para los 
hombres del 52%. 

Cuadro 4. Tasa de reemplazo mediana (% del último salario)

Sexo Autofinanciada Total (incluye Pilar Solidario)

Mujer 12% 29%

Hombre 33% 52%

Total 20% 40%

Fuente: P. Benavides y R. Valdez (2018).

Una manera de dilucidar qué explica esta brecha de género en las tasas de reemplazo es 
asociarla a las densidades de cotización de hombres y mujeres (el tiempo que los traba-
jadores efectivamente acumulan ahorros en sus cuentas como proporción del tiempo que 
trabajan), ya que en un sistema de capitalización individual (y de contribución fija del 10%) 
son su principal determinante. Usando la Encuesta de Protección Social (EPS), que entrevis-
ta a una misma muestra inicial de individuos a lo largo del tiempo (esto es, de forma longitu-
dinal entre enero de 2009 y julio de 2016) es posible construir historias laborales, es decir, 
determinar el tiempo en que las personas están empleadas, desempleadas o inactivas y si 
cuando tienen trabajo cotizan o no al sistema de pensiones. Así, la figura 11 muestra el núme-
ro de meses en que los individuos cotizan como proporción del total de meses desde que 
se los entrevistó por primera vez y como proporción del número de meses que permanecen 
laboralmente activos.

En el panel a) de la figura 11 observamos que un 33,6% de los hombres cotiza un 0% del 
tiempo y que un 36,1% lo hace un 100% del tiempo. Para las mujeres estas cifras son mucho 
más bajas: más de la mitad de ellas no cotiza nunca y solo un 19,6% de ellas lo hace el 100% 
del tiempo. Estas cifras contrastan con las del panel b), que repite el ejercicio, pero utilizando 
solo el tiempo transcurrido de participación laboral en el denominador de la densidad de 
cotización para capturar el impacto que salir de la fuerza laboral tiene sobre la densidad de 
cotización. Observamos que la proporción de hombres en categorías de densidad más bajas 
cae y que la proporción en categorías más altas crece. Así, un 68,6 % de los hombres cotiza 
un 60 % del tiempo o más. Aún más llamativo es el hecho de que las proporciones de mu-
jeres en cada categoría de densidad en el panel b) mejoran en comparación con el panel a) y 
no resultan demasiado distintas de las de los hombres. Esto implica que la bajísima densidad 
de cotización de las mujeres cuando se calcula como proporción del tiempo total refleja el 
hecho de que ellas permanecen una mayor parte del tiempo inactivas y que, en caso de que 
participen en el mercado laboral, las mujeres cotizan de forma similar a los hombres. 
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Figura 11. Densidad de cotización

a. Densidad de cotización por género, meses totales 
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Fuente: EPS 2015.
Nota: el panel a) corresponde al (Número de meses cotizados/Número total de meses transcurridos entre 2009 
y 2016); y en el panel b) al (Número de meses cotizados/Numero de meses de participación activa en el mercado 
laboral entre 2009 y2016). La diferencia se explica por entradas y salidas del mercado laboral. Para cada rango 
de densidad, cada barra del gráfico representa la proporción de individuos en ese rango (mayores de 18 años). En 
total hay 13.102.125 trabajadores (en valores expandidos). 

La figura 12 muestra una comparación entre tasas de participación laboral de hombres y mu-
jeres para ilustrar este argumento. En el panel a) observamos que la tasa femenina aumenta 
junto con la masculina hasta los 27 años. A partir de esa edad empieza a abrirse una brecha 
de 20 puntos porcentuales hasta los 60 años, cuando alcanza su máximo de 40 puntos por-
centuales. En otras palabras, el mercado laboral, al excluir a mujeres de mayor edad, induce 
una baja densidad de cotización, lo que a su vez explica por qué las tasas de reemplazo fe-
meninas son mucho menores que las masculinas. El panel b) muestra que la brecha también 
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existe para niveles bajos de escolaridad pero que para la población más educada las tasas 
son prácticamente iguales, lo que implica que las mujeres de menor educación son las más 
excluidas del mercado laboral y las más propensas a tener una baja densidad de cotización.

Figura 12. Tasa de participación laboral de hombres y mujeres según edad (izquierda) y 
escolaridad (derecha)
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Fuente: encuesta CASEN 2017.

Una última prueba para sostener la conclusión de que las diferencias en la densidad de 
cotización entre hombres y mujeres tienen su raíz en el mercado laboral (en particular, en las 
diferencias en las tasas de participación) consiste en comparar cómo se distribuye el tiem-
po en el mercado laboral de ambos géneros. Así, en el panel a) de la Figura 13 se muestra 
que las mujeres pasan en promedio la mitad del tiempo inactivas mientras que los hombres 
únicamente un tercio del tiempo. Ahora bien, cuando comparamos la proporción del tiempo 
trabajado (el 66% del tiempo los hombres y el 44% las mujeres) en el que cotizan, el de hom-
bres y mujeres es muy similar, como se muestra en el panel b). Esto refuerza la conclusión 
de que el mercado laboral pone barreras a la entrada (y permanencia) de las mujeres pero 
que una vez que entran, cotizan de forma similar a los hombres.
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Figura 13. Proporción del tiempo

a. En cada estatus laboral b. Según si cotiza o no
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Fuente: EPS 2015.
Nota: el panel a) computa el número de meses en cada estatus laboral como proporción del total de meses 
transcurridos desde enero de 2009 o desde que las personas ingresan al mercado laboral hasta el momento de 
la encuesta (que difiere para cada individuo, aunque los últimos fueron entrevistados en julio de 2016).  El panel b) 
computa el número de meses en que cotiza y no como proporción del total de meses trabajados desde enero de 
2009. Individuos mayores de 18 años.

La figura 14 muestra la densidad de cotización pero esta vez utilizando los quintiles de ingre-
so de los trabajadores en vez del género. Lo que se observa, tanto usando meses totales 
como meses de participación laboral, es que la proporción de trabajadores de menor den-
sidad de cotización cae con el quintil de ingreso y la proporción de trabajadores de mayor 
densidad aumenta. Esta relación implica que los trabajadores de menores salarios acumu-
larán menos en su cuenta de ahorro no solo porque el 10% de su salario representa en térmi-
nos absolutos un monto menor de recursos, sino porque también aportan una proporción 
del tiempo muy baja. Este es otro ejemplo de un problema para el sistema de pensiones 
causado por el mercado laboral por cuanto es muy probable que estos trabajadores en el 
futuro accedan al Pilar Solidario del sistema de pensiones. 

Figura 14. Densidad de cotización por quintil de ingreso

a. Meses en que el trabajador cotiza, como porcentaje de meses totales
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b. Meses en que el trabajador cotiza, como porcentaje de meses laboralmente activos 
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Fuente: EPS 2015.
Nota: 13.102.125 trabajadores (en valores expandidos). La densidad de cotización corresponde al total de meses 
cotizados como porcentaje del total de meses (o de meses laboralmente activos) desde enero de 2009 o desde 
que ingresan al mercado laboral hasta el momento de la encuesta. Individuos mayores de 18 años.

4.1.1. Generación de transición 

El sistema de AFP reemplazó en 1981 a un complejo sistema de reparto en que los traba-
jadores de distintos sectores económicos aportaban distintas proporciones de su salario 
(en promedio el 20%). Todavía, después de 40 años de introducido el nuevo sistema de 
pensiones, un tercio del total de pensionados, equivalente a casi 600.000 personas, siguen 
recibiendo pensiones del antiguo sistema y 26.000 cotizantes aún realizan aportes a dicho 
sistema. Asimismo, existen jubilados de las AFP que, habiendo hecho aportes al antiguo 
sistema de reparto, se cambiaron de sistema y recibieron un “bono de reconocimiento” en 
su cuenta de ahorro individual que reconoce sus aportes al sistema de reparto. Este bono 
se calcula considerando el número de cotizaciones realizadas en el antiguo sistema y el 
requisito general para acceder a él fue contar con 12 cotizaciones entre noviembre de 1975 
y octubre de 1980 (Huepe y Larrañaga (2010)). En la práctica, el Estado transfiere la suma de 
dinero correspondiente al bono a la cuenta de ahorro de la AFP a la que se encuentra afilia-
do el trabajador al momento de jubilarse. Así, en el Presupuesto de la Nación aparece año 
a año la glosa correspondiente al gasto que hace el Estado al reconocer las cotizaciones de 
esta generación de transición a través de dos erogaciones: las del bono de reconocimiento 
y las de las pensiones del antiguo régimen que no se cambiaron a las AFP.

La figura 15 muestra que tanto el número de pensionados como el desembolso que hace el 
Estado por concepto de bono de reconocimiento ha venido cayendo, como es de esperar 
a medida que se jubilan las generaciones de mayor edad. Por ejemplo, en 2019 el Estado 
desembolsó 405.000 millones de pesos, lo que equivale a cerca de 0,22 puntos porcentu-
ales del PIB. Asimismo, de acuerdo con la Superintendencia de Pensiones en 2019, 14.786 
personas se jubilaron por el antiguo sistema de reparto. Esta división simple da por resultado 
que el Estado abonó 27 millones de pesos en promedio (cerca de 40.000 dólares) por cada 
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bono de reconocimiento en 201918. En cuanto a los jubilados del antiguo régimen que no se 
cambiaron al Sistema de AFP, el Estado gasta anualmente aproximadamente el 1,11% del PIB 
en sus pensiones (véase la sección 7).

Figura 15. Evolución del número de pensionados del antiguo régimen de reparto y del gasto del 
Estado en el bono de reconocimiento
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Fuente: encuesta CASEN 2017 y Presupuesto de la Nación 2020.

4.2. Pilar Solidario

La figura 16 muestra la distribución de los montos de las pensiones de los jubilados que 
perciben el Aporte Previsional Solidario (APS) y de los que no son beneficiarios de este 
. Observamos que muy pocos jubilados con el APS (cerca de 15%) perciben una pensión 
por debajo de la Pensión Básica Solidaria (PBS), por lo que no les corresponde con arreglo 
al diseño del programa (esto es, si cumple los requisitos para el APS, su pensión final no 
puede ser menor que la PBS). La figura también muestra que virtualmente ninguna persona 
beneficiaria del APS percibe una pensión final por encima de la Pensión Máxima con Aporte 
Solidario (PMAS), lo que sí se corresponde con el diseño (cualquier pensión autofinanciada 
que es mayor a la PMAS no califica para percibir el APS)19. Por su parte, de los pensionados 
que no perciben el APS -ya sea porque no cumplen con los requisitos o porque reciben una 
pensión final mayor a la PMAS- alrededor del 5 % recibe una pensión autofinanciada por 
debajo de la PBS.

18 Véase la Ley de Presupuesto 2020 (pág. 624), glosa “Bono de reconocimiento”.
19 El hecho de que encontremos cosas imposibles de acuerdo con el diseño del Pilar Solidario se debe  
probablemente a que los datos de la encuesta CASEN son aportados por los propios beneficiarios.
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Figura 16. Pensiones que reciben el APS en comparación a las que no reciben el beneficio
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Fuente: encuesta CASEN 2017.

El cuadro 5 muestra la distribución de los beneficiarios de las pensiones solidarias en 
2019 por sexo. El Estado chileno otorgó 590.000 Pensiones Básicas Solidarias (PBS) y casi 
960.000 Aportes Previsionales Solidarios (APS) en 2019, es decir, considerando tanto las 
pensiones de vejez como de invalidez20, el Pilar Solidario tiene alrededor de 1,5 millones de 
beneficiarios. Además, existen diferencias de género en la entrega de la PBS por cuanto el 
70% de estas (405.000) las reciben mujeres. Esta diferencia es mucho menor para el APS, 
que se distribuye más equitativamente (550.000 para mujeres y 408.000 para hombres). 

En términos del esfuerzo fiscal para financiar este pilar no contributivo, el Estado gasta el 
equivalente al 0,68% del PIB en pensiones y aportes solidarios (esto es, el Pilar Solidario 
excluyendo el bono por hijo y el subsidio a la cotización de los jóvenes) para asistir a 1,5 
millones de jubilados. Esto sugiere que el gasto es bajo si se le compara con el equivalente 
al 0,22% del PIB que el Estado gasta en el bono de reconocimiento para los 15.000 jubilados 
del antiguo sistema, aun considerando que estos últimos perciben pensiones contributivas y 
los primeros no contributivas. El gasto en el pilar contributivo contrasta también con el gasto 
en pensiones en curso de pago del sistema anterior, que representa el 1,1% del PIB. Esta 
situación, sin embargo, comenzará a cambiar con el plan de alzas de las pensiones del Pilar 
Solidario anunciadas a finales de 2019, que se describe en la sección 8.  

20 Las pensiones de invalidez presentan requisitos similares a las pensiones de vejez, a excepción de la edad, ya 
que se entregan desde los 18 hasta los 65 años. Además, se debe acreditar un certificado de invalidez
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Cuadro 5. Número de pensionados con PBS y APS

Tipo de 
Beneficio

Total Pensiones 2019 Nuevas Pensiones 2019

Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total

PBS Vejez 106.700 299.826 406.526 6.471 20.286 26.757

PBS Invalidez 77.774 104.966 182.740 4.028 6.209 10.237

Total PBS 184.474 404.792 589.266 10.499 26.495 36.994

APS Vejez 376.365 513.604 889.969 46.237 52.922 99.159

APS Invalidez 31.578 36.697 68.275 2.905 2.843 5.748

Total APS 407.943 550.301 958.244 49.142 55.765 104.907

Total 592.417 955.093 1.547.510 59.641 82.260 141.901

Fuente: Instituto de Previsión Social (2019).

4.3. Sistema de salud

La figura 17 muestra la pertenencia a los distintos esquemas de aseguramiento de la salud 
en Chile. De acuerdo con el panel a), el 80% de las personas (no necesariamente traba-
jadoras) pertenecen al FONASA y tan sólo un 12% a alguna ISAPRE. El resto se divide entre 
las Fuerzas Armadas, otros o ninguno. El panel b) muestra la distribución de trabajadores 
entre las ISAPRE y los cuatro distintos tramos del FONASA. Observamos que sumando las 
proporciones de los tramos contributivos del FONASA (B, C y D), el 64% de los trabajadores 
hacen aportes de salud que financian el aseguramiento del 82% de la población (panel a)) y 
que el 13% de los trabajadores cotiza a alguna ISAPRE, evitando así aportar al fondo común 
y en cambio lo hacen a un fondo de un subconjunto de trabajadores de mayores ingresos. 

La figura 18 muestra el porcentaje de ocupados mayores de 15 años adscritos al FONASA y 
el porcentaje adscrito a alguna ISAPRE para cada percentil de ingreso laboral. Observamos 
que a partir del percentil 80 la proporción de trabajadores en el FONASA cae drásticamente 
hasta llegar a casi un 10% para el percentil de mayores ingresos. La otra cara de la moneda 
es que el porcentaje de trabajadores en alguna ISAPRE aumenta exponencialmente con el 
percentil de ingreso; en el extremo superior de la distribución de ingresos vemos que más 
del 80% de los trabajadores cotizan a una ISAPRE. Esto es preocupante porque quiere decir 
que la cotización del 7% de los trabajadores de mayores ingresos no contribuye al seguro 
público que financia las prestaciones de salud de la mayor parte de la población y, por lo 
tanto, limita la solidaridad en el sistema de seguridad social. En cambio, los trabajadores de 
altos ingresos transfieren su contribución obligatoria a un seguro privado que no agrega 
riesgos con los trabajadores afiliados al FONASA. 
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Figura 17. Seguro de salud según la dependencia laboral
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Fuente: encuesta CASEN 2017.
Nota: el panel a) incluye a todas las personas en la muestra. El panel b) incluye a asalariados, empleadores y 
trabajadores por cuenta propia. Excluye a familiares no remunerados, inactivos, desocupados y menores de 15 años.

Figura 18. Afiliación de trabajadores según los aportes
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Fuente: encuesta CASEN 2017.

El diseño del FONASA permite la redistribución porque los trabajadores de más altos in-
gresos aportan fondos para financiar las prestaciones de los trabajadores de menores in-
gresos (y de personas sin ingresos). La figura 19 muestra el porcentaje de trabajadores que 
cotiza al seguro de salud (ya sea el FONASA o las ISAPRE) según la dependencia laboral. Si 
bien casi el 80 % de los trabajadores dependientes cotiza, solo poco más de la mitad de los 
independientes lo hace. Esto se debe a que hasta 2019 la ley obligaba a los trabajadores 
dependientes a cotizar, pero no a los independientes, que lo hacían de manera voluntaria. 
A partir de dicho año, la ley comenzó a obligar a los independientes a cotizar, de manera 
que sería plausible esperar una mejora en la capacidad redistributiva si asumimos que una 
mayoría de trabajadores independientes cotizaría al FONASA (asumiendo también que sería 
muy raro que una enorme mayoría de ellos se inscribiera en alguna ISAPRE) y por ende 
ayudaría a financiar las prestaciones de gran parte de la población.
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Figura 19. Contribución al seguro de salud según la dependencia laboral
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Fuente: encuesta CASEN 2017.
Nota: incluye a asalariados, empleadores y trabajadores por cuenta propia. Excluye a familiares no remunerados, 
inactivos, desocupados y menores de 15 años.

A partir de datos de la Superintendencia de Seguridad Social, estimamos que el valor total 
de las cotizaciones del 7% del salario de los trabajadores que se destina a las ISAPRE equiv-
ale al 0,98% del PIB. A estas aportaciones obligatorias se deben sumar las aportaciones 
voluntarias que realizan los trabajadores, pero desafortunadamente no contamos con esos 
datos. Por su parte, las cotizaciones del 7% de los trabajadores inscritos en el FONASA 
equivalen al 1,18% del PIB y se complementan con financiamiento público (proveniente de 
impuestos generales) equivalente al 2,19% del PIB. Así, el presupuesto total del FONASA 
equivale al 3,37% del PIB. De acuerdo con la figura 18, el 14% de los trabajadores cotizan a 
las ISAPRE y el 86% al FONASA. Como consecuencia, estos trabajadores de altos salarios no 
contribuyen a financiar las prestaciones de los de bajos salarios a través del FONASA, como 
suele ocurrir en los sistemas públicos de salud de América Latina.

5.	Efectos sobre incentivos e implicaciones 
distributivas 
El diseño de la seguridad social en Chile genera incentivos para que los trabajadores sean 
formales principalmente porque los beneficios son casi siempre proporcionales a las contri-
buciones. La desventaja de esta característica es que deja poco espacio para la solidaridad 
entre trabajadores y, por tanto, no redistribuye recursos de los trabajadores de mayores in-
gresos a los de menores ingresos. Esto se observa, por un lado, en la preponderancia de las 
pensiones de vejez autofinanciadas y, por otro, en que el esquema de seguros de salud per-
mite que los trabajadores de mayores ingresos no compartan riesgos con los de menores 
ingresos ni ayuden a financiar sus prestaciones. En otras palabras, los riesgos son cubiertos 
con contribuciones individuales y no con coberturas grupales y los beneficios dependen de 
lo que aporta cada trabajador. Aunque en principio esto ordena incentivos, en la práctica es 
una potencial fuente de inequidad.

Dentro de esta idea general, existen dos excepciones particulares. Primero, la distribución 
dentro del FONASA y su estructura de tramos progresivos, por cuanto los trabajadores de 
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menores ingresos no pagan por su aseguramiento, mientras que aquellos de mayores in-
gresos complementan sus servicios de salud mediante copagos. No obstante, la existencia 
de los seguros privados permite que los aportes de los trabajadores de mayores ingresos 
no ayuden a cubrir los riesgos de salud de los de menores ingresos, limitando así la capaci-
dad distributiva del sistema de salud en su conjunto. Segundo, el Pilar Solidario se financia 
con recursos provenientes de impuestos generales (impuestos a la renta, al valor agregado, 
etc.), lo que tiene la virtud de no distorsionar el mercado laboral. Esto es, la correspondencia 
entre el beneficio y la obligación al cotizar (y una eventual mayor tasa de cotización para 
financiar las pensiones no contributivas) desincentiva la informalidad.

El seguro de cesantía en Chile tampoco transfiere solidaridad al sistema de seguridad social 
por cuanto los riesgos de desempleo de distintos trabajadores no se agregan de manera 
sustancial. Más bien funciona como un sistema de ahorro obligatorio al que se tiene acce-
so en caso de quedar desempleado (el componente de seguro “puro” es limitado). Si bien 
su diseño impide comportamientos oportunistas (como podría ser quedarse mucho tiempo 
desempleado a expensas de un fondo común), el hecho de que se acceda al componente 
solidario solo una vez que se agotan los recursos propios limita la repartición de riesgos.

Como contraparte de estos rasgos que limitan la redistribución, los incentivos del sistema 
incitan a niveles de formalidad laboral altos en comparación con el resto de los países de 
América Latina, lo que se refleja en el hecho que solo un 11% de los ocupados mayores de 15 
años no cotizan ni a pensiones ni a salud (CASEN 2017). Este resultado debería celebrarse 
a la luz de la evidencia que señala que mayores niveles de formalidad están asociados a 
mayores niveles de productividad.

Por último, como ya se mencionó anteriormente, el Código del Trabajo exige que las empre-
sas que emplean a 20 o más trabajadoras, independientemente de su edad, tipo de contrato 
o estado civil, brinden cuidado de niños en el lugar o paguen a un proveedor externo para 
que lo haga. El umbral de 20 o más trabajadoras ha permitido que diferentes autores usen 
regresiones discontinuas para desarrollar evidencia empírica que mida el impacto de esta 
legislación en distintos ámbitos de la participación laboral femenina. Rojas et al. (2016) en-
cuentran que las empresas efectivamente no tienen incentivos para manipular el umbral de 
20 trabajadoras, porque traspasan el costo de la legislación a sus empleados. Su análisis 
muestra que, si incluso la empresa legalmente asume el costo financiero del cuidado de 
los niños, finalmente los trabajadores que perciben salarios más bajos terminan pagando el 
“costo” del cuidado de los niños (casi el 100 %).

Prada et al. (2015) analizan el impacto del umbral de 20 trabajadoras sobre los salarios de 
las mujeres en las grandes empresas en Chile. Los resultados muestran que en una empresa 
con 20 o más trabajadoras, los salarios iniciales de la mujer inframarginal contratada son 
entre un 9% y un 20% inferiores a los de las trabajadoras contratadas en la misma empresa 
antes de aplicar el requisito de la obligatoriedad de las guarderías. De modo que se puede 
argumentar que si bien la legislación sobre las guarderías es un requisito que ofrece protec-
ción a las mujeres para el cuidado de sus hijos, no redistribuye lo suficiente, ya que en gran 
medida las contribuciones empresariales repercuten sobre las trabajadoras en la forma de 
menores salarios. 

6.	Programas contra la pobreza 
En esta sección se describen brevemente otros programas relacionados con el mercado 
laboral que forman parte del Sistema de Protección Social y que tienen como destinatarios 



U
N

D
P

 L
A

C
 W

O
R

K
IN

G
 P

A
P

ER
¿C

uá
n 

ef
ic

az
 e

s 
la

 p
ro

te
cc

ió
n 

so
ci

al
 e

n 
C

hi
le

? 
M

at
ía

s 
M

or
al

es
, C

am
ila

 O
la

te
S

ER
IE

S

· 32 ·

a las personas pertenecientes a los primeros deciles de la distribución de ingresos y que 
son de menor importancia en términos del desembolso que hace el Estado para financiarlos. 
En particular, describimos las guarderías infantiles y los programas de inclusión laboral para 
trabajadores vulnerables y los programas contra la pobreza extrema.

6.1. Guarderías

El Estado garantiza el acceso a salas cuna y jardines infantiles a las trabajadoras que pert-
enecen al 60% más vulnerable de la población según el Registro Social de Hogares21. De 
esta forma, se espera que la población de menores ingresos concentre la mayor proporción 
de destinatarios de este beneficio, dado que el Estado otorga una inscripción automática a 
los niños que pertenecen al sistema Seguridad y Oportunidades (explicado más adelante 
en esta sección), a los niños cuyos derechos han sido vulnerados, a los niños en situación 
migratoria irregular, y a los hijos de progenitores que estudian22. Los principales prestadores 
públicos de la educación parvularia en Chile son los Jardines JUNJI y la Fundación Integra. 
Entre ambos alcanzan una cobertura de matrícula de 280.000 niños, lo que representa el 
30% del total de la matrícula de guarderías23, siendo que en Chile, hay 623.000 niños de 
hasta 4 años pertenecientes a los primeros seis deciles de distribución de ingreso del hogar. 
Según los datos de 2018 del Ministerio de Educación, el resto de la matrícula de las salas 
cuna y los jardines infantiles se distribuye de la siguiente forma: el 15% a establecimien-
tos municipales (gratuitos), el 42% a establecimientos particulares subvencionados (parcial-
mente subsidiados) y el 6,5% a establecimientos particulares pagos (privados).

1.	 Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI): es un organismo autónomo dependiente del 
Ministerio de Educación que se rige por la Ley 17.301 y se encarga de la educación parvu-
laria pública de los niños menores de 4 años. La JUNJI posee dos modalidades: a través de 
Jardines Infantiles de Administración Directa (administrados directamente por la JUNJI) y de 
Jardines Infantiles Vía Transferencia de Fondos (supervisados y financiados por la JUNJI, y 
administrados por organismos públicos o sin fines de lucro, que desarrollan acciones vincu-
ladas a la educación de primera infancia). En 2018, la JUNJI tenía a su cargo alrededor de 
3200 establecimientos y su matrícula alcanzó a 190.000  niños en todo el país.

2.	 Fundación Integra: es una institución de derecho privado sin fines de lucro, que pert-
enece a la Red de Fundaciones de la Presidencia. Pueden ingresar menores de entre 
85 días y 4 años. La Fundación posee establecimientos con modalidades complemen-
tarias no convencionales para las poblaciones más vulnerables. Posee alrededor de 
1.230 salas cuna y jardines infantiles en todo el país y su matrícula en el 2018 alcanzó 
los 90.000 niños.

En la actualidad existe en el Congreso un proyecto de ley (que aún no ha sido debatido), que 
otorga sala cuna universal. Algunos estudios como CIEDESS (2018), muestran que una pro-
puesta de sala cuna universal en Chile significa un importante aumento del número de mu-
jeres que podría ingresar al mercado laboral. El estudio estima que la participación laboral 

21 El Registro Social de Hogares (RSH) es el instrumento de focalización socioeconómica que se usa en Chile para 
determinar el grado de vulnerabilidad (el 60% más vulnerable equivale a tener 1.206 puntos en el RSH).
22 Banco Integrado de Programas Sociales, Ministerio de Desarrollo Social.
23 Datos del Ministerio de Educación, diciembre de 2018.
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femenina pasaría de un 51% (27.699 más mujeres) en 2019 a un 61% (634.593 más mujeres) 
en 2035. Esto tiene un potencial impacto en el monto de las pensiones de las mujeres, ya 
que, como se mencionó anteriormente, la baja participación laboral femenina afecta directa-
mente a la baja densidad de cotización, debido a que el mercado laboral tiende a excluir a 
las mujeres de mayor edad.

6.2 Programas de inclusión laboral

El Bono al Trabajo de la Mujer y el Subsidio al Empleo Joven son programas que buscan 
incentivar el empleo de estos dos grupos marginados del mercado laboral. Ambos fueron 
creados en 2009 y están dirigidos a la población perteneciente al 40% más vulnerable de la 
población según el Registro Social de Hogares.

1.	 Bono al Trabajo de la Mujer24: Consiste en un monto monetario entregado a las traba-
jadoras dependientes e independientes que tengan entre 25 y 59 años y pertenezcan al 
40% más pobre de la población. Adicionalmente, este bono establece la entrega de un 
aporte monetario al empleador, lo que busca incentivar la contratación de mujeres que 
pertenecen a los grupos más vulnerables. Las trabajadoras reciben dos tercios del bono 
durante cuatro años seguidos y pel empleador  el tercio restante durante 24 meses. 
El valor del monto varía de acuerdo con la renta percibida25, y solo se paga a aquellas 
mujeres que mantienen sus cotizaciones previsionales y de salud al día. Este bono es 
incompatible con el Subsidio al Empleo Joven. En 2017, este programa alcanzó a alrede-
dor de 400.000 beneficiarias.

2.	 Subsidio al Empleo Joven (SEJ) Corresponde a un aporte monetario entregado a traba-
jadores jóvenes dependientes, sus empleadores y a trabajadores independientes, con 
el objetivo de mejorar sus sueldos y de apoyar la contratación de las personas jóvenes. 
El programa está dirigido a personas de entre 18 y 25 años, que pertenezcan al 40% 
más pobre de la población. Además, deben percibir un salario inferior a 500 dólares 
mensuales y tener sus cotizaciones previsionales y de salud al día. El valor del subsidio 
es de hasta el 30% de la remuneración mínima; el 20% se entrega al trabajador y el 10% 
al empleador26. El SEJ se paga una vez al año sobre la base de la renta bruta recibida el 
año anterior. En 2017unos 350.000 jóvenes resultaron beneficiarios de este programa.

6.3. Programas de transferencias no condicionadas

La Ley 20.595 de 2012 estableció la creación del Sistema de Protección y Promoción Social 
“Seguridades y Oportunidades” (SSyOO, ex Ingreso Ético Familiar y sucesor del programa 
Chile Solidario). El Sistema SSyOO es un programa de transferencias no condicionadas que 
tiene por objetivo promover el acceso de las familias en situación de extrema pobreza a me-
jores condiciones de bienestar. También pueden acceder personas de 65 años o más que 

24 También conocido como Subsidio al Empleo de la Mujer.
25 Las trabajadoras deben acreditar una renta bruta inferior a 8.000 dólares durante el año calendario en que 
perciban el bono.
26 El porcentaje del subsidio va reduciéndose de manera progresiva a medida que aumenta el salario del joven, 
extinguiéndose cuando el salario alcanza los 600 dólares mensuales (o su equivalente anual).
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viven en situación de pobreza (quienes pueden recibir beneficios adicionales a la Pensión 
Básica Solidaria), personas en situación de calle y menores de edad cuyo adulto responsa-
ble se encuentre privado de libertad. El Sistema SSyOO contempla tres tipos de apoyo: i) 
acompañamiento o apoyo profesional, ii) transferencias monetarias, iii) servicios y prestac-
iones sociales. Este programa es un beneficio no postulante, es decir, a partir del puntaje en 
el Registro Social de Hogares, se invita a las personas y familias a participar del programa 
mediante la visita de un gestor familiar. Ninguno de los beneficios de este programa está 
condicionado o vinculado a algún tipo de participación laboral. Algunas de las transferencias 
son: Bono por Dignidad (que incluye el Bono Base Familiar y el Bono de Protección), Bono 
por Deberes (que incluye el Bono por Control del Niño Sano y el Bono por Deber Asistencia 
Escolar, que se entrega si la asistencia escolar mensual es igual o superior al 85%), el Bono 
por Logro Escolar, el Bono por Graduación de Cuarto Medio, y el Aporte Familiar Permanente 
(Bono Marzo). En 2017 la población beneficiaria alcanzó las 595.075 personas (el 3,42 % de 
la población total). El mismo año, según los datos de la encuesta CASEN se estimó que el 
2,3% de la población chilena se encontraba en situación de pobreza extrema y un 8,3% en 
situación de pobreza, por lo que se puede inferir que el Sistema SSyOO alcanza a cubrir a 
la población destinataria en situación de pobreza extrema y una parte de la población en 
situación de pobreza.

7. Análisis del Presupuesto de la Nación 
El cuadro 6 resume las partidas del Presupuesto de la Nación relacionadas con la protección 
social para 2019 (incluidos los programas relativos a la pobreza). La columna “Aporte del 
Estado” indica el monto asignado en el presupuesto por cada concepto, expresado como 
porcentaje del PIB, mientras que el “Aporte del trabajador” se usa solo para explicitar que 
las contribuciones de los trabajadores afiliados complementan el financiamiento que hace 
el Estado al FONASA. En total, calculamos que el Estado de Chile gasta el equivalente a un 
4,74 % del PIB en el Sistema de Protección Social. 

El mayor ítem del presupuesto corresponde al seguro público de salud, FONASA, que equiv-
ale a un 2,19% del PIB y que beneficia a casi 14 millones de personas. Adicionalmente, se 
asigna un 0,12% del PIB al gasto público de salud que corresponde a la exención del 7% de 
cotización a salud para los pensionados (también conocido como bonificación de salud para 
las pensiones). Así, el aporte en gasto público total a la salud corresponde al 2,31% del PIB. 

El gasto que hace el Estado en salud debería compararse con el gasto que se hace en los 
seguros privados para tener una idea del alcance de la redistribución en el sistema de salud. 
Usando datos de la encuesta de la Superintendencia de Seguridad Social, calculamos que 
el aporte de los trabajadores a los seguros de salud privados (ISAPRE) equivale al 0,98% del 
PIB, que se destinan a cubrir a casi 2,5 millones de personas27. Estos recursos se desvían ha-
cia las ISAPRE en vez de ir al FONASA para engrosar la fuente de financiamiento que presta 
servicios a los trabajadores de menores ingresos, limitando así la redistribución del sistema.  

27  Esta cifra es una estimación. Lo ideal sería conocer el salario bruto de cada trabajador en Chile, calcular el 
7% de cada uno y sumar esas contribuciones, pero una base de datos así no existe. Además, suponemos que 
las contribuciones adicionales que hacen los trabajadores de las ISAPRE para acceder a planes con mejores 
beneficios no son demasiado altas. 
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Cuadro 6. Presupuesto de la Nación 2019

%PIB

Ítem Miles de Pesos
Aporte 

del 
Estado 

Aporte del 
trabajador

Cobertura de 
beneficiarios

Gasto per 
cápita (miles 

de pesos)

Gastos 
per Capita 
(dólares)

Gasto en pensiones 2.832.034.848 1,35%

Jubilaciones, pensiones y 
montepío*

2.335.506.007 1,11% 761.209 3.068 4.364

Bono de reconocimiento 496.528.841 0,24% 12.105 41.018 58.348

Gasto en Pilar Solidario 1.508.975.767 0,72%

Pensiones Básicas Solidarias 
de vejez

538.085.799 0,26% 402.248 1.338 1.903

Pensiones Básicas Solidarias 
de invalidez

245.785.731 0,12% 182.964 1.343 1.911

Aporte Previsional Solidario 631.584.075 0,30% 864.814 746 1.061

Bono por hijo 90.550.871 0,04% 176.752 512 729

Subsidio previsional a los 
trabajadores jóvenes

2.969.291 0,001% 250.715 12 17

Gasto público en salud 7.640.013.151 2,31%

FONASA (total) 7.395.968.280 2,19% 1.18% 13.897.125 532 757

Bonificación de salud para 
pensiones (Ley núm. 20.531)

244.044.871 0,12% 1.500.000 163 231

Gasto en guarderías 0,22%

JUNJI e INTEGRA 465.766.027 0,22% 276.565 1,684 2.396

Gasto en pobreza 299.492.393 0,14%

SSyOO (Ingreso Ético Familiar 
y Sistema Chile Solidario) **

160.848.598 0,08% 595.075 270 384

**Bono al Trabajo de la Mujer 72.316.479 0,03% 383.298 189 268

Subsidio al Empleo Joven 66.327.316 0,03% 333.887 199 283

Total 22.194.763.497 4,74% 19.618.757 51.074 72.652

Ahora bien, debe reconocerse que sí existe un componente de solidaridad en los traba-
jadores que cotizan al FONASA, puesto que su composición por tramos por ingreso permite 
que con los aportes de trabajadores de mayores ingresos se financien también los benefici-
os de trabajadores de menores ingresos (y de los que no tienen ingresos). Este componente 
se califica de limitado porque por la forma de la distribución de ingresos en Chile, no existe 
demasiada heterogeneidad entre los trabajadores del FONASA (para los trabajadores de 
entre 18 y 65 años del FONASA la desviación estándar de sus salarios es 0,97 veces la 
media; para los de las ISAPRE este ratio es 1,29), por lo que la redistribución es de los traba-
jadores de ingresos medios (y no altos) a los trabajadores de bajos ingresos. 
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El segundo mayor ítem en el presupuesto es el gasto en pensiones. El Estado gasta 1,11 del 
PIB en “Jubilaciones, pensiones y montepíos” que corresponde a prestaciones prevision-
ales y leyes especiales que benefician a un total de 761.000 personas. De acuerdo con la 
información contenida en la cuenta pública del IPS de 2018, podemos inferir que de ese 
total, 600.000 personas son jubilados que siguen recibiendo pensiones del antiguo sistema 
(“generación de transición”) y el resto corresponde a 160.000 beneficiarios de pensiones 
especiales28. El gasto en pensiones también incluye el bono de reconocimiento que se otor-
ga a 12,000 personas que se cambiaron del antiguo sistema de previsión al de AFP y cuyos 
aportes de este bono se reflejan en el 0,24 % del PIB. Es importante destacar que este gasto 
en pensiones, que incluye la “generación de transición”, es mucho más alto que el gasto en 
las pensiones solidarias. 

El Estado gasta el equivalente del 0,72% del PIB en el Pilar Solidario. Entre la Pensión Básica 
Solidaria (0,38 % del PIB) y el Aporte Previsional Solidario (0,30 % del PIB) se beneficia a cer-
ca de 1,5 millones de personas. De esta información se puede inferir que el gasto per cápita 
equivale aproximadamente a 1.400 dólares anuales. Este valor es muy inferior al gasto per 
cápita de los pensionados del sistema antiguo que no cambiaron de sistema (4.364 dólares 
anuales). El resto de los componentes del Pilar Solidario (Subsidio al Empleo Joven y el bono 
por bijo) son muy pequeños y representan apenas un 0,041 % del PIB. Cabe destacar que el 
financiamiento del Pilar Solidario no proviene de las contribuciones de trabajadores activos 
ni de impuestos específicos destinados a financiar pensiones sino de impuestos generales 
de la Nación, lo que lo constituye un gasto más progresivo en comparación con los otros 
gastos, ya que los beneficiarios del Pilar Solidario se concentran -por diseño- en los primeros 
seis deciles de la distribución de ingresos. Para asegurar su sostenibilidad, en 2006 se creó 
el Fondo de Reserva de Pensiones (FRP) con un aporte inicial de 604,5 millones de dólares 
que se incrementa cada año en un monto equivalente al 0,2 % del PIB del año anterior y 
cuyo valor de mercado alcanzó los 11.436,50 millones de dólares en agosto de 2020 (lo que 
equivale al 3,6 % del PIB). 

28 Algunas de estas pensiones especiales son: indemnización del carbón, pensiones Rettig, pensiones Valech y 
pensiones de exonerados. 
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La figura 20 muestra en el eje izquierdo cómo se distribuye el gasto público en Pensiones 
Básicas Solidarias (el principal componente del Pilar Solidario) por un lado y, por otro, el gas-
to en pensiones del antiguo régimen (etiquetados como IPS, que es la institución que paga 
esas pensiones), por decil de ingresos del trabajo del hogar29. Además, en el eje derecho 
mostramos dónde acaba el gasto de ambos programas sumados, como porcentaje del PIB. 
A partir de la figura, hacemos dos observaciones.

Primero, el gasto público en la PBS está correctamente focalizado dado que cerca del 17% 
de este se destina a pensionados en hogares pertenecientes al decil más pobre (en los de-
ciles 2 y 3 esta cifra también es alta). Aun así, llama la atención que existan pensionados en 
los deciles de mayores ingresos (la suma del gasto destinado a pensionados de los últimos 
4 deciles es el 26,7%), porque por diseño los jubilados de esos deciles no son elegibles para 
recibir aportes del Pilar Solidario. Segundo, los beneficiarios de pensiones del IPS no son los 
más pobres. Por el contrario, son los que están en los deciles de mayores ingresos, lo que 
podría explicarse porque los jubilados del sistema de reparto son personas que tuvieron 
empleos formales (es decir, de altos salarios) en una época en la que la formalidad era baja 
y probablemente concentrada en personas de altos ingresos.

El resultado redistributivo final es un balance del gasto público de la PBS y las pensiones del antig-
uo sistema, que es básicamente neutral por lo que respecta a los deciles; esto es, la progresividad 
de la PBS se contrarresta por la regresividad del gasto en pensiones del IPS.   Sin embargo, con 
el tiempo el efecto regresivo de las pensiones del IPS disminuirá conforme fallezcan los jubilados 
del régimen anterior, y eso hará que el gasto público en pensiones se torne más redistributivo.

Figura 20. Destino del gasto público en pensiones por decil de ingreso del hogar
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Fuente: encuesta CASEN 2017
PBS: Pensión Básica Solidaria; IPS: Instituto de Previsión Social (personas cuyas pensiones son pagadas por el 
IPS, con excepción de las que reciben PBS). 

29 Hay que advertir que al Pilar Solidario pueden acceder personas que pertenecen a los primeros seis deciles de 
ingresos, determinado por el Puntaje de Focalización Previsional (que considera el ingreso per cápita del grupo 
familiar). Por lo tanto, el cálculo que hacemos usando los ingresos del hogar de la encuesta CASEN es sólo una 
aproximación (y por lo mismo la existencia de beneficiarios de APS y PBS desde el séptimo decil en adelante 
puede atribuirse, por ejemplo, a la información proporcionada por los propios interesados).
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8. Medidas adoptadas durante el período 2019-2020
El Gobierno chileno anunció una serie de medidas para mitigar los efectos de dos impor-
tantes eventos que afectaron al país durante los últimos meses: el estallido social en octubre 
de 2019 y la crisis del COVID-19 a partir de marzo de 2020.

 
8.1. Ingreso mínimo garantizado

El “ingreso mínimo garantizado” es un subsidio que forma parte de las medidas anunciadas 
por el estallido social de 2019. Comenzó a entregarse en mayo de 2020 y se espera que 
esté en vigencia hasta fines del 2023. Es decir, es una medida que no está relacionada con 
el paquete social implementado para mitigar la crisis del COVID-19. El “ingreso mínimo ga-
rantizado” tiene como objetivo asegurar un salario mínimo a los trabajadores dependientes 
de bajos ingresos que pertenezcan a un hogar del 90% más vulnerable de la población 
según el Registro Social de Hogares (RSH). Específicamente está dirigido a trabajadores 
dependientes con jornadas de más de 30 horas, hasta 45 horas semanales, que reciben 
menos de 500 dólares por mes (1,2 salarios mínimos). Para los trabajadores dependientes 
que perciben el salario mínimo (415 dólares), el subsidio equivale a 75 dólares el primer mes 
y 60 dólares los meses posteriores30. Esta medida no debería compararse con un aumento 
del salario mínimo, ya que el ingreso mínimo garantizado es un subsidio que paga el Estado, 
mientras que el costo de un aumento salarial lo pagan los empleadores, y por ende tiene un 
potencial efecto distorsionador en el mercado laboral. 

8.2. Alza en los montos del Pilar Solidario

El proyecto de ley que aumenta los montos de la Pensión Básica Solidaria y del Aporte Bási-
co Solidario se aprobó en diciembre 2019 como parte de las medidas anunciadas después 
del estallido social. Es una medida permanente y corresponde a un reajuste al alza por 
tramos de edad y que se implementará gradualmente durante los próximos dos años (véase 
el cuadro 7). Se espera que el alza en las pensiones solidarias beneficie a aproximadamente 
1,6 millones de adultos mayores. Como se muestra en la figura 21, la línea roja corresponde a 
los valores del Pilar Solidario antes del alza en los montos (el valor de julio de 2019) y la línea 
verde corresponde a los nuevos valores desde diciembre de 2019 en adelante. Para enero 
de 2022, los beneficiarios de la Pensión Básica Solidaria habrán obtenido un incremento en 
promedio del 50% en sus pensiones y los beneficiarios de Aporte Previsional Solidario un 
alza promedio del 34%31. Por lo tanto, podemos ver que, si bien esta medida tiene un efecto 
en los montos de las pensiones, no modifica el diseño del Pilar Solidario descrito en la figura 
3. El alza en los montos de las pensiones solidarias significó un aumento del presupuesto del 
Pilar Solidario del 0,72% del PIB en 2018 al 0,93% PIB en 2020.

30 Los trabajadores que reciban el Bono al Trabajo de la Mujer o el Subsidio al Empleo Joven no podrán recibir el 
Ingreso Mínimo Garantizado.
31 Superintendencia de Pensiones
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Cuadro 7. Alza en los montos del Pilar Solidario (en dólares)

PBS 65 a 74 años 75 a 79 años 80 años o más

Julio de 2019 150 150 150

Dic. de 2019 189 197 227

Enero de 2021 218 233 233

Enero de 2022 233 233 233

PMAS 65 a 74 años 75 a 79 años 80 años o más

Julio de 2019 450 450 450

Dic. de 2019 560 582 672

Enero de 2021 644 690 690

Enero de 2022 690 690 690

Fuente: Instituto de Previsión Social.

Figura 21. Diseño del Pilar Solidario posterior al alza de las pensiones solidarias

Trabajadores que no han cotizado Trabajadores que cotizaron

Pensión base

Pensión Final

45°

0

PBS (Julio 2019)

PBS’ (˜1.5 PBS)

PBS PMASPBS’ PMAS’ (˜1.34 PMAS)

 
8.3. Retiro de 10% del saldo acumulado en la cuenta de ahorro de una AFP

La reforma constitucional, Ley núm. 21.248, permitió el retiro voluntario de los fondos acu-
mulados en las cuentas de capitalización individual de las AFP como una medida excep-
cional para mitigar los efectos de la crisis del COVID-19. El primer retiro del 10% del saldo 
acumulado en la cuenta de ahorro de las AFP fue aprobado en julio 2020 y estuvo libre de 
impuestos. Tanto trabajadores como pensionados pudieron retirar el 10% de sus ahorros con 
un monto máximo de retiro equivalente a 6,000. En diciembre 2020 se autorizó en el Con-
greso el retiro de un segundo 10%, que no es incompatible con el primer retiro y mantiene 
las mismas condiciones (monto máximo de retiro de 6.000 dólares, para un total de 12.000 
dólares). Sin embargo, en el segundo retiro sí debieron pagar impuestos quienes tuvieran 
ingresos mensuales imponibles por sobre 2.000 dólares.



U
N

D
P

 L
A

C
 W

O
R

K
IN

G
 P

A
P

ER
¿C

uá
n 

ef
ic

az
 e

s 
la

 p
ro

te
cc

ió
n 

so
ci

al
 e

n 
C

hi
le

? 
M

at
ía

s 
M

or
al

es
, C

am
ila

 O
la

te
S

ER
IE

S

· 40 ·

Según la Superintendencia de Pensiones, al 22 de enero de 2021 más de 10 millones de 
personas han solicitado al menos un retiro de pensiones (véase el cuadro 8). El monto pro-
medio de pago del primer retiro correspondió a 1.500 dólares por afiliado. Además, el 7% 
de los afiliados retiró el 21,5% de todos sus recursos previsionales de las AFP. Por lo tanto, 
más de 1,9 millones de personas retiraron todos sus ahorros previsionales y 2,3 millones de 
personas más podrían quedarse sin fondos con el segundo retiro32. 

Cuadro 8. Número de solicitudes de retiro del 10%

Solicitud retiro Número de personas

Solo primer retiro 5.060.990

Solo segundo retiro 41.796

Retiros primero y 
segundo 5.115.162

Total 10.217.948

Fuente: Superintendencia de Pensiones.

Al acumularse menos fondos en las cuentas individuales, los retiros del 10% de las pensiones 
generarán una importante presión fiscal en el financiamiento del Pilar Solidario, puesto que 
muchos de los pensionados serán elegibles para él. La Dirección de Presupuestos ha esti-
mado que el impacto directo sobre el gasto en el Pilar Solidario corresponde a un aumento 
de 3.500 millones de dólares en valor presente, lo que puede considerarse una forma in-
directa de deuda pública. Es decir, las pensiones de todas las personas serán menores en 
el futuro, aun si parte de la disminución del monto ahorrado es absorbida por el Gobierno 
por medio  del Pilar Solidario (esto es, las personas del lado derecho del eje horizontal en la 
figura 21, acabarán más cerca del origen). Sin embargo, debe recordarse que este aumento 
del gasto público futuro sólo se aplica a la población de los primeros seis deciles de ingresos 
y no corresponde a un gasto futuro de las personas que retiraron su 10% y pertenecen al 
séptimo decil en adelante (y que también tendrán menores pensiones).

8.4. Acceso al seguro de cesantía para las trabajadoras domésticas

La Ley que garantiza el acceso al seguro de cesantía para las trabajadoras domésticas fue 
aprobada en septiembre 2020 como una medida de ayuda por la crisis del COVID-19. Esto 
se debió a que muchas trabajadoras domésticas quedaron cesantes ante las medidas de 
cuarentena aplicadas en el país. La Ley, que tiene carácter permanente, comenzó a imple-
mentarse en octubre y permite a las trabajadoras domésticas optar por las prestaciones 
del seguro de cesantía, tanto a la cuenta individual como al fondo solidario. El empleador 
deberá seguir pagando el 4,11 % de las cotizaciones, pero serán divididas: un 3 % para el 
seguro de cesantía y un 1,11 % para la indemnización a todo evento de la AFP. Los requisitos 
son que las trabajadoras tengan un contrato de trabajo y cuenten con 3 cotizaciones con 
anterioridad a la solicitud, o 6 cotizaciones mensuales durante los últimos 12 meses33.

32 PAUTA: https://www.pauta.cl/economia/cifras-actualizadas-primer-retiro-previsional-quienes-fueron-beneficiarios.
33 AFC.
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9. Discusión
El Sistema de Pensiones de Chile y su Pilar Solidario están correctamente diseñados y pare-
cen redistribuir -aunque limitadamente- en la dirección correcta. Las medidas adoptadas como 
respuesta al estallido social de 2019, y en particular el aumento de los parámetros del Pilar 
Solidario (PBS y APS), significaron un importante avance para mejorar los montos de las pen-
siones de la población de menores ingresos. Sin embargo, estas modificaciones parecen ser 
insuficientes en el largo plazo debido a que no cambian la estructura del sistema (es decir, su 
capacidad redistributiva) y porque se concentran en los primeros seis deciles de la distribución.

A continuación exploramos alternativas de política pública para mejorar el sistema, con énfa-
sis en tres dimensiones: i) cómo mejorar los montos de las pensiones, ii) si se debe aumentar 
la tasa de contribución de las pensiones y iii) cómo mejorar la dimensión distributiva del 
sistema en su conjunto.

¿Cómo mejorar los montos de las pensiones?

En la discusión sobre este tema, se suele señalar que el antiguo sistema de reparto era 
mejor que el sistema de capitalización individual actual. Sin embargo, observamos que las 
tasas de reemplazo de las pensiones del sistema antiguo -cuya contribución a pensiones era 
aproximadamente el 20% del salario- no son más generosas que las pensiones del sistema 
actual. En la práctica, ambos sistemas otorgan pensiones que no son muy diferentes a pesar 
de que sus regímenes sí lo son.

 Nuestro análisis muestra que el problema de las bajas pensiones tiene su raíz en el mercado 
laboral. Así, para mejorarlas se necesita una mayor densidad de contribución puesto que el 
requisito básico del sistema de ahorro individual –a saber, que los trabajadores ahorren a lo 
largo de toda su vida- no se ha cumplido. Por un lado, los primeros deciles de la distribución 
tienen una baja densidad de contribución y por otro, muchas mujeres no participan en el 
mercado laboral (y por ende no acumulan en sus cuentas individuales). Las mujeres pasan 
en promedio la mitad del tiempo inactivas, a diferencia de los hombres que solo pasan un 
tercio del tiempo inactivos. Así pues, el foco debería estar en quién contribuye, cuánto tiem-
po contribuye y la diferencia por género.

¿Se debe subir la tasa de contribución del 10% de las pensiones?

Una de las razones para argumentar que no se debe subir la tasa de cotización de las pen-
siones es que hacerlo arriesga incentivar la informalidad. Recordemos que en Chile solo 
un 11% de todos los ocupados no cotiza ni a pensiones ni a salud. Esto puede considerarse 
bajo si lo comparamos con los demás países de América Latina. Si bien el sistema no genera 
grandes incentivos a la evasión, un aumento en la tasa de contribución puede significar un 
desincentivo para los trabajadores por cuenta propia de bajos ingresos, ya que se les estará 
pidiendo que aporten el 10% de la cotización obligatoria a pensiones, más la tasa adicional, 
más el 7% a salud.

Aun cuando desde un punto de vista práctico sería más viable realizar un cambio legislativo 
que modificara la tasa de contribución, los cambios de política tienen que estar orientados a 
cambios más profundos que resuelvan los problemas estructurales que impiden una mayor 
participación en la formalidad de los trabajadores de los primeros deciles de la distribución.

¿Cómo se puede distribuir más con el sistema actual?

El principal componente de solidaridad del sistema de seguridad social en Chile (sin con-
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siderar la redistribución que se lleva a cabo a través de pensiones no contributivas que se 
financian con impuestos generales) es la dimensión de salud a través del seguro público 
que financia las prestaciones de salud de la mayor parte de la población, el FONASA. Sin 
embargo, este mecanismo redistributivo parece ser insuficiente, ya que la contribución del 
7% de los trabajadores de mayores salarios tiende a irse a las aseguradoras privadas, y por 
ende no contribuye a financiar las prestaciones de los inscritos al seguro público. Esto es 
contrario a la forma en que opera la mayoría de los países de la región, donde existe un 
seguro público de salud contributivo al que todos aportan la misma tasa, reciben beneficios 
de la misma calidad y agregan los riesgos por enfermedad.

Si todos los trabajadores estuviesen obligados a aportar el 7% de su salario al FONASA, los 
recursos disponibles en ese fondo aumentarían en (a lo sumo) el 0,98% del PIB34. Los tra-
bajadores de altos ingresos podrían seguir contratando su seguro médico con las ISAPRE, 
pero tendrían que financiarlo todo con aportaciones voluntarias. Seguramente, algunos lo 
seguirían haciendo y otros no, los mismos que ahora se atenderán por el FONASA. Estos 
recursos adicionales del 0,98% del PIB para el FONASA servirían entonces en parte para 
atender una mayor población (la que pasaría de las ISAPRE al FONASA), pero también para 
mejorar la atención de los que ya están en el FONASA, o para reducir los copagos. De 
cualquier forma, la redistribución resultante aumentaría la progresividad del componente de 
salud del sistema de seguridad social chileno en un monto significativo.

Se podría argumentar que una política de estas características sería equivalente a poner 
un impuesto del 7% a los trabajadores de más altos ingresos, lo que no es del todo correc-
to. Como ya se mencionó, a cambio de su 7%, los trabajadores de altos ingresos tendrán 
derecho a atenderse en el FONASA, como el resto de los trabajadores, aunque no estarían 
obligados a hacerlo. En última instancia, es una valoración sobre el grado de solidaridad e 
inclusión social que se busca a través del financiamiento de la salud.

Chile necesita un sistema de protección social más redistributivo, y puede lograrlo, cuidan-
do al mismo tiempo la ventaja de que no distorsiona el mercado laboral. El esfuerzo debe 
orientarse a: i) el componente de salud, donde hay espacio para que los trabajadores de 
mayores ingresos ayuden a los de menores ingresos, como se argumentó; ii) aumentar la 
tasa de participación de mujeres, lo que requiere repensar las guarderías y su financiamien-
to. Podrían, por ejemplo, financiarse con recursos tributarios y no con impuestos implícitos 
a la contratación de mujeres como actualmente; y iii) aumentar la densidad de cotización en 
los deciles más bajos de la distribución de ingresos. 

34 Asumiendo que esta política no incentivaría a los inscritos en las ISAPRE a transitar hacia la informalidad para 
evitar contribuir al seguro público.
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Apéndice

Figura A1. Distribución de ingresos laborales 
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c. Dependientes
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Fuente: encuesta CASEN 2017.
Nota: el panel a) incluye asalariados, empleadores y trabajadores por cuenta propia. El panel b) incluye solo 
trabajadores dependientes puesto que la encuesta CASEN solo incluye el número de días pactados con el 
empleador, que es la variable que utilizamos para calcular el salario por día. Ambos paneles excluyen a familiares 
no remunerados, mayores de 65 y menores de 18 años y el 1%de menores y mayores salarios. El salario mínimo 
por día se obtiene dividiendo el salario mensual por 30.
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